Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 160


Artículo 161.  Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.

En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a las siguientes reglas:

I.  Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario y dentro del término que la ley respectiva señale.

II.  Si la ley no concede el recurso ordinario a que se refiere la fracción anterior o sí, concediéndolo, el recurso fuere desechado o declarado improcedente, deberá invocar la violación como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera.

Estos requisitos no serán exigibles en amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden y a la estabilidad de la familia.

PROPUESTAS

Dice: “Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores, sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio,... o al adherirse a dicha demanda. (María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, página 574)

El objeto del presente trabajo consiste en proponer la reforma al artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución y al precepto 161, fracción II, de la Ley de Amparo, con el objeto de que se suprima la exigencia de reiterar la violación procesal en la segunda instancia si se cometió en la primera, por considerar el suscrito que dicho requisito carece de sentido jurídico y constituye en la práctica un obstáculo para el estudio de las violaciones procesales en el directo en materia civil.

Si analizamos la Constitución de 1917, en su artículo 107, fracción II, se podrá advertir que desde entonces se exigía en los juicios civiles y penales, para estudiar la violación procesal en amparo, que se reclamara oportunamente; que se protestara contra la negativa a la reparación y se alegara en la segunda instancia por vía de agravio, si se cometió en la primera.

El Constituyente del 17, al parecer, no dio razones de por qué se plasmaron originalmente tales exigencias; empero si analizamos, desde entonces y al través de la evolución jurídica hasta nuestro tiempo, vamos a advertir que se han venido suavizando tales exigencias, tanto que actualmente sólo se conserva uno de ellas, y sólo en la materia civil.

En la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales de 1936, se establecieron tres requisitos fundamentales para reglamentar el análisis de las violaciones procesales en amparo directo en materia penal y civil, que fueron: a).- Que cuando no existiera recurso contra la violación cometida en primera instancia, se promoviera la  reparación de la violación ante la autoridad que conociera del juicio, esto es lo que se llamó ‘amparoide', o sea la facultad de que la propia autoridad ordinaria conociera de la violación constitucional en el propio procedimiento en vía incidental, siempre y cuando se expresara con toda claridad el acto violatorio y la garantía individual estimada violada. b).- Si la autoridad desechaba el procedimiento de reparación o lo negaba, se pedía, además, la protesta respectiva, y c).- Se exigía que si existía recurso, se agotara éste y si fuere desechado o declarado improcedente, debería formularse la protesta respectiva y reiterarse la violación en la segunda instancia en vía de agravio, si se cometió en la primera.

En esta reforma se dijo que no quedaban incluidas las violaciones procesales cometidas ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, porque en principio el precepto constitucional sólo se refería a juicios civiles y penales y porque, además, se de las estaría en contradicción con el espíritu reformas laborales, en cuanto a hacer más rápidas y expeditas las diferencias en cuestiones del trabajo.

El artículo 107 constitucional fue reformado el diecinueve de febrero de 1954 y el veinticinco de octubre de 1967, manteniéndose, en la primera reforma el llamado 'amparoide’ y exigiéndose además, que la violación procesal, para que pudiera estudiarse en amparo, afectara las defensas quejoso y trascendiera al resultado del fallo.

En la segunda reforma o sea la de 1967, quedó suprimido  como  exigencia  para  analizar  la violación procesal el ‘amparoide’ en todas las materias, aduciéndose al respecto que tal figura carecía de sentido jurídico y estaba plagada de tremendos absurdos, porque no era procedente que la autoridad del orden común, por vía incidental, invadiera la esfera de competencia de la autoridad Federal,  al  erigirse  en  órgano  de  control constitucional. se dijo, así mismo, que aceptar tal circunstancia  implicaría  contrariar  el  orden establecido por nuestra ley suprema que de manera expresa, limitativa y privativa consignaba el ejercicio de la función equilibradora de la justicia federal, sólo por excepción a los superiores jerárquicos de los jueces autores de la violación.

Se expuso también como argumento para suprimir esa reparación constitucional,  que el procedimiento del juicio de amparo debe ser breve, sumario y asequible a todos los que tienen la necesidad de demandar el respeto a sus derechos individuales, y que el incidente de reparación constitucional obstaculiza en muchas ocasiones el que los particulares obtengan la protección federal por la violación sufrida, en aras de sutilezas jurídicas, con lo que se desnaturaliza la finalidad del juicio de amparo. 

Además, se agregó que la supresión de ese ‘amparoide’ llevaba a una verdadera impartición de justicia a los particulares y que éste no era más que un rezago del fenecido recurso de casación. 

Así mismo, en esa reforma se suprimió la materia penal de los requisitos de preparar la violación procesal para su análisis en el amparo directo, limitándose exclusivamente a la materia civil, el impugnar en el curso del procedimiento la violación y reiterarlo como agravio en la segunda si se cometió en la primera, con la limitante de que si se trataba de actos que afectaran al orden y estabilidad de la familia, el amparo civil quedaba en iguales condiciones que los amparo penales, administrativos, laborales y agrarios. en esta propia reforma también quedó suprimido el requisito de la protesta como preparación de la violación procesal.

La reforma al artículo 107,  fracción II, verificada en 1967 es la que actualmente prevalece. 

La Ley de Amparo que reglamentó esta reforma fue la de 1968, cuyo artículo 161, fracción II, se redactó en los términos que actualmente se encuentra.

Del análisis a las reformas del artículo 107 constitucional se advierte que poco a poco se fueron quitando las exigencias para poder estudiar las violaciones procesales en el juicio de amparo; primero se suprimió a la materia laboral de los requisitos de preparación del amparo y luego a la penal;  asimismo,  se  fueron  quitando  las condiciones para su estudio, suprimiéndose la reparación constitucional ‘amparoide’ y la protesta, siempre  con  el  argumento  de  que  tales formalidades impedían la impartición de justicia a los particulares, e implicaban, en muchas ocasiones, obstáculo para la obtención de la protección Federal por la violación procesal sufrida, en aras de sutilezas jurídicas, por lo que finalmente subsistió sólo en la materia civil y con limitantes.

Es por ello que esta ponencia propone la supresión total de la exigencia de reiterar la violación procesal en la segunda instancia cuando se cometió en la primera.

Esto se justifica, además, si se toma en consideración que el texto actual del artículo 107, fracción III, inciso a) y del precepto 161, fracción II, de la Ley de Amparo, en la práctica diaria de los tribunales de justicia ha provocado problemas de interpretación que han llevado a los tribunales a conclusiones diversas y a la emisión de tesis contradictorias.

Efectivamente, el texto del artículo 107, fracción III, inciso a), expresamente señala que en materia civil debe aducirse la violación procesal en la segunda instancia si se cometió en la primera, para poderse analizar en vía de concepto de violación en el amparo directo; en cambio, la fracción II del artículo 161 de la Ley de Amparo dice que cuando el recurso fuese desechado o declarado  improcedente  deberá  invocarse  la violación como agravio en la segunda instancia si se cometió en la primera, por lo que se ha sostenido que, cuando el recurso no es desechado o declarado improcedente, no se está en la hipótesis de reiterar la violación procesal.

Ese tópico ha provocado el pronunciamiento de tesis de Tribunales Colegiados de Circuito tratando de aclararlo; al respecto el Tercer Tribunal Colegiado Civil del Sexto Circuito, ha sustentado el criterio de que el término ‘improcedente’ a que se e refiere la fracción II del artículo 161, debe entenderse en sentido amplio, incluyendo dentro de  él  no  únicamente  a  la  improcedencia propiamente dicha, sino a la inoperancia y a lo infundado de un recurso, lo cual, se corrobora con el texto expreso de la fracción III del artículo 107, que no hace distingo alguno entre desechamiento o improcedencia.

Por otro lado, existieron opiniones encontradas con relación a si el tribunal de apelación que conoce el recurso contra la sentencia definitiva, está o no en aptitud de estudiar los agravios que se hagan valer respecto de la violación procesal que fue estudiada en primera instancia, mediante un recurso ordinario, lo que dio lugar a que se resolviera la contradicción de tesis, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado Civil del Primer Circuito con el número 29/93, en la que se determinó que el tribunal de apelación no está obligado a volver a estudiar los agravios que se hagan valer en la apelación contra la definitiva referidos a una violación procesal, porque se le obligaría a pronunciarse en relación con un tema del cual ya se emitió opinión jurídica por el propio tribunal de apelación o por otra Sala de la misma jerarquía, con desconocimiento del principio de seguridad en que se sustenta la ley suprema, concluyendo   dicha   contradicción, que la preparación de la violación procesal se colma con la sola reiteración de la inconformidad en el escrito de agravios indicado, pero sin que exista posibilidad de su estudio por parte del tribunal de apelación.

Otro problema inherente a la reiteración de la violación procesal en la segunda instancia consiste en definir qué se debe entender por reiterar la violación procesal, si basta con que en el escrito de agravios, en contra de la sentencia definitiva, se haga referencia, por ejemplo, a que en el procedimiento ordinario le fue desechada una prueba indebidamente al quejoso, o se requiere que se viertan consideraciones jurídicas contra ese desechamiento, o más todavía, si deben aducirse argumentos en contra de la resolución de apelación que resolvió el recurso que de tal violación procesal.

De la posición que se adopte en este sentido dependerá el buen éxito del estudio de la violación procesal en el amparo directo. 

En conclusión: la reiteración de la violación procesal en la segunda instancia, si se cometió en la primera, es un requisito que no tiene ningún sentido, porque no existe la posibilidad de que el tribunal de apelación vuelva a analizar la violación procedimental, ni cuando el recurso fue declarado improcedente o desechado, ni cuando lo declaró infundado, porque así lo decidió ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación en contradicción de tesis, de manera que si no existe la posibilidad de que el tribunal de alzada puede reestudiar esa violación, carece de sentido tal exigencia.

El juicio de amparo no debe ser impeditivo ni contener formalismos que impidan el análisis de violaciones que a la postre resultaren fundadas y que por un requisito formal se vea imposibilitado su estudio en el juicio constitucional; aceptar ello implicaría denegación de justicia, y pretender hacer imperar un legalismo a la propia justicia, tanto más si del proceso que ha venido sufriendo el artículo 107 constitucional, claramente se advierte que se fueron suprimiendo las formalidades de mérito.

No puede admitirse que, so pretexto de que en el amparo civil priva el estricto derecho, se justifique la subsistencia de la exigencia de la reiteración de la violación procesal en la segunda instancia si se cometió en la primera, debido a que en el propio juicio de amparo civil, ya no existe el estricto derecho, dados los términos del artículo 76 bis de la Ley de Amparo y porque además, constituye una exigencia sin sentido.

Es por todo lo anterior que el presente trabajo pretende la reforma al artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución y 161, fracción II, de la Ley de Amparo, proponiéndose el texto siguiente:

"articulo 107.- Todas las controversias de que habla "el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y "formas del orden jurídico que determine la ley de "acuerdo a las bases siguientes:

"... III.- Cuando se reclamen actos de tribunales "judiciales, administrativos, o del trabajo el amparo sólo "procederá:

"a).- Contra sentencias definitivas o laudos o "resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de las "cuales no proceda ningún recurso ordinario por el cual "puedan ser modificados o reformado, ya sea que la "violación se cometa en ellos o que, cometida en el "procedimiento, afecte las defensas del quejoso "trascendiendo al resultado del fallo, siempre que en "materia civil haya sido impugnado la violación en el "curso del procedimiento, mediante el recurso ordinario "establecido por la ley.  Este requisito no será exigible "en el amparo contra sentencias dictadas en "controversias sobre acciones de estado civil o que "afecten el orden o estabilidad de la familia”.

Artículo 161 de la Ley de Amparo.- Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.

En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a la siguiente regla:

Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario, silo hubiere, y dentro del término que la ley respectiva señala.

Este requisito no será exigible en amparo contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia. (wilfrido castañón león, Tomo I, páginas 704 a 712)
El 161 es repetitivo, porque su texto esta comprendido en lo dispuesto por los artículos 158, primer párrafo y 44, por una parte, y por la otra, debe eliminarse porque  resulta inútil la preparación del amparo en los juicios civiles.(Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1074)
Del artículo 161 deberá eliminarse todo lo referente a la preparación del juicio de amparo en los juicios civiles quedado sólo el primer párrafo. Como una redacción más sencilla. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1077)
Por medio de la presente me permito proponer las siguientes reformas.

a)  A fin de respetar el principio de definitividad que rige el juicio de amparo, se deberían reformar los artículos 107, fracción III, inciso a), constitucional y 161 de la Ley de Amparo, para exigir que también en los procesos administrativos la violación procesal deba ser impugnada mediante el recurso ordinario, para poder ser planteada con posterioridad en el juicio de amparo, pues no veo la razón para excluir los juicios administrativos de la necesidad de fijar la definitividad de los actos intraprocesales. (Arturo Iturbide Rivas, Tomo II, página 1250)

Se propone derogar la fracción II, por que es incorrecto se exija que se haga valer ante el Tribunal de apelación concepto de agravio que por haber sido objeto de un recurso anterior no puede ser materia de la apelación definitiva del juicio.

Texto con modificación

ARTICULO 161.- Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.


En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a las siguientes reglas:


I.- Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario y dentro del término que la ley respectiva señale.


II.-   DEROGADA 


Estos requisitos no serán exigibles en amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden y a la estabilidad de la familia. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1449 a 1451)
Por lo que hace a la obligación de preparar al amparo prevista en el artículo 161 de la ley de la materia, es decir de agotar todos los recursos ordinarios para modificar o revocar el acto reclamado, desde hace algún tiempo hay tribunales que han tenido el criterio de que basta con que la violación procesal se alegue en el recurso que se interponga al cometer la violación, sin que sea necesario hacerlo valer nuevamente en el que se impugne la sentencia, aunque no se haya tenido éxito en el primer intento.

Si bien con este criterio se buscar hacer menos rígido al principio de estricto  derecho, creo que es un error pues es evidente de que si en el recurso en contra de la definitiva no se vuelve a impugnar la violación procesal, el acto se consiente, lo que haría improcedente el juicio de garantías. Además no veo en que consiste la dificultad técnica de repetir en la impugnación en contra de la sentencia, el agravio que se hizo valer en su momento en contra de la violación procesal, lo único que habría que agregar, es como dicha violación trascendió al resultado del fallo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1666 y 1667)

Una de las cuestiones más polémicas que se han suscitado en materia de amparo, es la relativa a los áridos litigios que hay que substanciar para que únicamente en la vía uni-instancial se puedan combatir las violaciones a las leyes esenciales del procedimiento; tal limitante ha traído como consecuencia el descuido y complacencia, tanto de los jueces de origen, como de los propios juzgadores en las instancias de amparo, resultando cuando menos impropio con los elevados fines de la justicia el que, a sabiendas de la existencia en los procedimientos de claras y contumaces violaciones a los valores fundamentales de la legalidad, haya necesidad de esperar a que todas estas infracciones, conlleven a equivocadas sentencias, para que sólo así y en el caso de una posible afectación que en la práctica siempre se surte, puedan ser combatidas en el juicio de amparo directo; de ahí que propongamos la adición al artículo 14 de la constitución general de la república y, consecuentemente, la derogación del artículo 161 de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 14.- a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

en los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta, se fundará en los principios generales del derecho.
en los juicios de todo orden, tan pronto los jueces y magistrados adviertan o las partes les hagan advertir, la existencia de violaciones a las leyes esenciales del procedimiento, bajo su más estricta responsabilidad, dictarán las medidas conducentes a subsanarlas".

"artículo 161.- derogado ". ". (Jesús González Moreno, Tomo III, páginas 1812 y 1813)

ARTÍCULO 161. Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.

En los juicios civiles, mercantiles o administrativos, el agraviado se sujetará a las siguientes reglas:

I. Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario y dentro del término que la ley respectiva señale; y

II. Si la ley no concede el recurso ordinario a que se refiere la fracción anterior o si, concediéndolo, el recurso fuere desechado o declarado improcedente, deberá invocar la violación como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera.

Estos requisitos no serán exigibles en amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden y a la estabilidad de la familia. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2245)

Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refiere el artículo 161 de la Ley, las cuales son materia del examen en el amparo directo, debe suprimirse como obligatorio  siendo optativo, el  intentar  los recursos que establezcan las leyes ordinarias, como medio preparatorio para poder ser examinadas por el Tribunal Colegiado en su oportunidad.  Éste aligeraría el trámite y evitaría dejar de examinar las violaciones en el amparo directo, por un simple descuido de la parte agraviada. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, página 2677).
Artículo 162.  Derogado.

PROPUESTAS

Además se propone innovar un artículo, éste puede ser el 162 “En los juicios del orden agrario se considerarán violadas las leyes del procedimiento” de manera que su infracción afecte a las defensas del ejido o comunidad o de sus miembros: 

Cuando durante el procedimiento no se observen las costumbre y los usos de los grupos indígenas, siempre que no sean contrarios a la ley".

Cuando no se respete el principio de oralidad y se exijan formalidades o solemnidades que impidan su aplicación.

Cuando se dicto sentencia a verdad sabida sin respetar los principios generales del derecho y de la experiencia, que tenga como consecuencia la emisión de juicios subjetivos.

Cuando no se exija de manera oficiosa y efectiva a la Procuraduría Agraria, el nombramiento del asesor para la parte que carezca de él. 

Cuando el magistrado omita prevenir al actor justifique su inasistencia a la audiencia de pruebas, alegatos y sentencia.

Cuando se desechen los recursos a que tienen derecho en los casos que establece la Ley agraria, respecto de providencias que afecten partes sustanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo a las fracciones antes citadas.

Los principios rectores del amparo en materia agraria establecidos en libro segundo de esta ley, deberán observarse en substanciación del juicio”.(Andrea Boocanegra Quiroz, Tomo II, páginas 1291 y 1292)

Artículo 163.  La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación de hacer constar al pié del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la falta de la constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente.

A partir del Decreto Modificatorio de la Ley de Amparo, al cual nos referimos en el apartado inmediato anterior, ya no es posible presentar directamente la demanda de amparo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, debido a lo que dispone el nuevo artículo 165 de la ley en cita, que establece: <<La presentación de la demanda, en forma directa ante autoridad distinta de la responsable, no interrumpirá los términos a que se refieren los artículos 21 y 22 de esta ley>>.

Nunca se había plasmado en la legislación mexicana semejante inconexidad jurídica disfrazada, porque es en contra de los más elementales principios de derecho, evitar por ley, que se presenten válidamente una demanda ante el tribunal que naturalmente debe conocer del negocio, sino ante otra autoridad con exclusividad, que en el caso que nos ocupa sería la autoridad responsable, mediante el obstáculo jurídico mal conformado, de no interrumpirse el término de presentación de la demanda.

Para demostrar tal absurdo, baste mencionar el siguiente ejemplo: Si un contribuyente que radica en la ciudad de Guanajuato, Guanajuato, recibe la notificación de la sentencia que pronunció la Sala Regional del Centro del Tribunal Fiscal de la Federación, con sede en Celaya, Guanajuato, que es a su competencia territorial a donde pertenece la ciudad de Guanajuato; no obstante encontrarse el Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito en la ciudad de Guanajuato, el contribuyente tendrá que desplazarse a Celaya, para presentar la demanda de amparo directo, de la que corresponde conocer al Tribunal Colegiado indicado, ¡vaya absurdo! (Gregorio Sánchez León, Tomo I, página 4 y 5)

En el ejercicio de mi función como Magistrado de Tribunal Colegiado, pude percatarme de la reincidencia en el proceder de diversas autoridades responsables, en cuanto al extremado retraso en el envío de las demandas de amparo, lo que me determinó a emitir un comunicado a las mismas, a fin de lograr el eficaz cumplimiento de los dispositivos de la Ley de Amparo que pretenden la observancia del numeral 17 de la Constitución.

Es cierto que el hecho de que no se reciban completamente integradas las demandas de amparo en la vía directa determina demora en el trámite que corresponde a los Tribunales  Colegiados.

También es certero y ajustado a Derecho el afán de las autoridades responsables por enviar los escritos de demanda acompañados de las constancias de emplazamiento a todas las partes en el juicio, sean terceras perjudicadas o autoridades  corresponsables, sin que con ello se pierda de vista que tal situación importa una adición a las cargas de trabajo que las ordenadoras ya de por sí presentan.

Sin embargo, no menos cierto es que en la Ley de Amparo no se encuentran, fuera de los supuestos ya precisados, más casos de excepción para proceder al envío de la demanda dentro del término de tres días que la tramitación del juicio exige, lo que  determina que deba procederse con observancia del aludido término, aún en el supuesto de que no hayan quedado totalmente emplazadas las partes en el juicio de amparo uniinstancial, o de que no se hayan recibido los autos correspondientes al juicio de primer grado, si  la determinación combatida es la pronunciada en segunda instancia, pues en tal supuesto, que escapa a los otros ya señalados, la autoridad procederá al envío de la demanda, informe justificado y de aquello que sea menester, con lo que se cuente  al fenecer el término ya dicho, caso en el cual se precisará lo que falta para integrar el trámite  en términos de los numerales aplicables, anticipando la disposición de remitir las constancias que resten, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que las mismas sean habidas, en interpretación analógica del artículo 164 de la  Ley de Amparo.

Ello redundará en la supresión de tramites que, al quedar precisada la situación en que se recibe la demanda han venido realizando los tribunales colegiados, por vía de ejemplo, en el  caso del Tribunal que presido, al tener que requerir a las autoridades para que envíen lo que no se ha recibido y que resulta necesario para la debida integración del expediente.

Por otra parte, con la experiencia que deja el estar impuesto de las situaciones que se presentan en la Oficialía de Partes Común a los Tribunales Colegiados, son constantemente objeto de particular atención las comparecencias   por escrito de los terceros perjudicados,  pues resulta frecuente que, no obstante el término que éstos tienen para comparecer, superior al que las autoridades tienen  para  remitir  la  demanda  (diez  días  y  tres  días, respectivamente), al recibirse en primer lugar los alegatos de los terceros perjudicados, la Oficialía de Partes Común se ve con la dificultad de turnarlos a algún Tribunal, con registros relativos a expedientes "varios" o "diversos", en atención  a que no se ha recibido aún la demanda original, lo que por lógica consecuencia determina que no se haya podido turnar mediante el sistema de distribución al efecto implementado.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada celebrada el siete de mayo en curso, aprobó, con los número 29/1998 y 30/1998, sendas tesis jurisprudenciales, al resolver la contradicción de tesis 13/97, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y  el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y la contradicción de tesis 26196, entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, el Tercero y Quinto Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, publicadas, en el orden en que se citan, en las páginas 5 y 31 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, Mayo de 1998, con los rubros y textos siguientes: 

"DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL INCUMPLIMIENTO   DE   LA   AUTORIDAD RESPONSABLE DE LOS TRÁMITES A QUE LA OBLIGA LA LEY DE AMPARO, ES SANCIONABLE CON MULTA.- Cuando la autoridad responsable en el juicio de amparo directo, como auxiliar de la Justicia Federal, incurre en omisiones o violaciones al trámite que establecen los artículos 167, 168, 169 y demás relativos de la citada ley con motivo de la presentación de una demanda de amparo directo, y que no sean combatibles a través de la queja establecida en la fracción VIII del artículo 95 de ese ordenamiento, procede que el Tribunal Colegiado de Circuito, a petición de parte interesada, o de oficio, requiera a la citada autoridad para que cumpla, apercibiéndola con la imposición de una multa de veinte a ciento cincuenta días de salario en caso de no hacerlo (artículo 169), y de no obtener respuesta favorable, además de aplicar la sanción señalada, el órgano jurisdiccional se encuentra facultado para hacer uso de los medios de apremio legalmente establecidos, e incluso para fincar la responsabilidad penal a que se refiere el artículo 209 del citado ordenamiento; actuaciones todas ellas que tienen su justificación en la necesidad de acatar el mandato constitucional de administrar justicia de manera pronta, como lo instituye el articulo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."

"DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE  QUE  INDEBIDAMENTE  LA DESECHA LA TIENE POR NO INTERPUESTA O NIEGA REMITIRLA, NO PROCEDE RECURSO ALGUNO, SINO QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE REQUERIR SU ENVÍO CON LOS APERCIBIMIENTOS LEGALES. - De la interpretación sistemática de lo dispuesto en los artículos 44, 163, 167, 168 y 169 de la Ley de Amparo, deriva que cuando la autoridad responsable que actúa como auxiliar del Poder Judicial de la Federación, en el inicio de la sustanciación del juicio de amparo directo, emite una resolución en la que desecha, tiene por no interpuesta o niega la remisión de una demanda de amparo al Tribunal Colegiado de Circuito, para  lo cual carece de atribuciones, procede que la parte interesada informe tal circunstancia al Tribunal Colegiado, para que éste, de inmediato, requiera, con apercibimiento de multa, a la autoridad responsable, en el sentido de que remita la demanda y sus anexos, pues ello constituye una obligación que se impone como carga procesal de aquélla, sin perjuicio de que,  si insiste en el incumplimiento, después de agotados los medios de apremio, se proceda en contra de la autoridad responsable, de conformidad con lo establecido en el artículo 209 del ordenamiento jurídico citado, para que se le sancione en la forma precisada en el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia; de tal manera, una vez que el tribunal federal reciba la demanda de amparo deberá, de oficio, dejar insubsistente la resolución relativa y proveer acerca de la procedencia del juicio de garantías, habida cuenta que no existe la necesidad de integrar  laguna  jurídica  alguna,  a  través  del razonamiento analógico, para crear un supuesto de procedencia de recurso, con la finalidad de que el interesado  pueda   combatir  esa   clase   de determinaciones, pues su interposición implicaría que existiera sustanciación y significaría una carga procesal para la parte interesada que, de no realizarse en los términos previstos por la ley, daría lugar al absurdo de que, por virtud del principio de preclusión, quedara firme una determinación de la autoridad responsable, para cuya emisión carece de atribuciones. Lo anterior, debido a que el articulo 169 de la Ley de Amparo es suficiente  para fundar el requerimiento de mérito, con el que el Tribunal Colegiado está en aptitud de proveer; en forma expedita y pronta, sobre la demanda de amparo directo, y evitar que la parte interesada quede en estado de indefensión."

Los trámites que los tribunales han venido realizando para requerir el envío de las demandas de amparo, con apercibimiento de aplicar medidas de apremio en caso de desacato, muestra la efectividad de la medida, y pone además de manifiesto las razones que las autoridades esgrimen como “justíficación" en el retardo del envío.

Sin embargo, el problema verdaderamente grave se presenta cuando no se cumple con el envío de la demanda y los autos, no comparecen los terceros perjudicados, ni se reciben informes de autoridades responsables ejecutoras: la suspensión del acto reclamado frecuentemente se encuentra surtiendo sus efectos y, por otra parte, el hacer de esta práctica un vicio tolerado sirve para que muchos quejosos encuentren una fácil vía para lograr sustraer de las autoridades de amparo competentes el pronunciamiento con relación a la suspensión, pues no obstante que son conscientes de que algún acto resulta combatible en la vía del amparo indirecto, sobre todo cuando se trata de resoluciones de segunda instancia que no son resoluciones definitivas para los efectos del amparo uniinstancial, ni ponen fin al procedimiento natural, deducen como amparo directo su reclamo, obteniendo la suspensión otorgada por la autoridad responsable (en algunos casos sin que la misma proceda), confiados en que, al advertir el Tribunal que carece de competencia legal para ocuparse de la demanda, deberá remitiría al Juzgado de Distrito que resulte competente, lo que, sumado al tiempo que se rezaga el envío de la demanda de amparo, constituye un vehículo eficaz para dilatar la administración de la justicia por parte de los Tribunales Federales.

Por lo anterior, deseo resaltar la necesidad de que en nuestro trámite ordinario, prestemos atención a circunstancias como la que destaco, que aparentemente tienen poca importancia, pero que constituyen un elemento relevante para demeritar la alta función  que nos ha sido encomendada.

III.- CONCLUSIONES.

Considero indispensable la necesidad de adecuar la Ley de Amparo a circunstancias prácticas que constantemente se presentan en nuestro quehacer cotidiano, pues sería conveniente dar al Tribunal Colegiado mayor margen de intervención en la tramitación inicial del juicio de amparo, pues es frecuente que cuando se reciben las demandas de amparo, quedando pendiente de recibo alguna constancia de emplazamiento al juicio de garantías, ello se debe a que se ha librado un exhorto o despacho a una autoridad jurisdiccional del fuero común del propio domicilio del Tribunal Colegiado, por lo que éste debe esperar hasta que la autoridad de su residencia devuelva el exhorto o despacho a la ordenadora y ésta, a su vez, informe el resultado al Tribunal de amparo, remitiéndole las constancias respectivas, para que el mismo actúe en consecuencia. (Jesús R. Sandoval Pinzón, Tomo I, páginas 377 a 383)

a).- Precepto actual del que se pretende la reforma, lo es el Artículo 163 de la Ley de Amparo, en torno al trámite de recepción de la demanda de amparo directo

Texto vigente:

"Artículo 163.- La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la falta de la constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente."

b).- MOTIVOS DE LA APORTACION:

En los tribunales colegiados de circuito, se ha advertido que algunas autoridades responsables ordenadoras, quienes solamente actúan como auxiliares de la Justicia Federal, se rehusan a recibir demandas de amparo directo promovidas en contra de sentencias definitivas o de resoluciones que hubieren puesto fin a un juicio, de ellas reclamadas.

La actuación de las autoridades responsables, en esos casos, como es en su carácter de auxiliares, con atribución provisional solamente de recepción, acuerdo de dicha recepción, en su caso, de decisión del otorgamiento o no de suspensión de los actos reclamados y de orden y realización de emplazamiento a la parte tercera perjudicada, no comprenden desde luego la de decidir si la demanda ante ellas presentada resulta ser o no improcedente, o bien, si en su criterio deba ser o no competencia de juez de distrito en amparo indirecto, porque en todo caso, la atribución  esencial reside en el tribunal colegiado a quien comprenda conocer, en su momento de dicha demanda.

c).- Por tanto, para evitar que las autoridades responsables en esos casos, injustificadamente se rehusen a recibir demandas de amparo directo contra actos de ellas reclamados se propone la siguiente adición al Artículo 163 de la Ley de Amparo:

"Artículo 163.- La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la falta de la constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente."

"La autoridad responsable, bajo ningún pretexto, podrá negarse a recibir una demanda de amparo promovida en contra de un acto de ella reclamado y, si rehusare su recepción, se le impondrá una multa de veinte a ciento veinte días de salario, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda resultar por su actuación en el servicio público".(Guillermo Campos Osorio, Tomo II, páginas  977 a 979)

En este breve trabajo al que me referiré enseguida, el que trataré de precisar,  y que estimo, puede contribuir a evitar que los Tribunales Colegiados de Circuito, se vean saturados de ingresos en asuntos, que al resolverse no se estudia, en sentido estricto, el fondo del asunto, por no dar cumplimiento a ciertos requisitos procesales que impone la actual Ley de Amparo, motivo por el cual, creo que el crecimiento vertiginoso que ha tenido el Poder Judicial de la Federación, en los últimos años, entre otras causas, se debe al elevado ingreso de asuntos que son sometidos a la consideración, de dichos Tribunales Colegiados,  particularmente a ellos me referiré, y creo que ello ha sido, como ya se ha sostenido en diferentes foros, al abuso del juicio constitucional por parte de la sociedad, de manera que es preciso establecer ciertos mecanismos, que permitan filtrar sólo aquéllos asuntos que cumplan con determinados requisitos, para que la carga laboral que llegue a los Tribunales Colegiados, sean asuntos que no distraigan la atención del juzgador, esto es, controversias en las cuales, sí se resuelva el fin toral de que se duele el quejoso, observando lo previsto en la Ley de Amparo, tratándose de juicios de amparo en los que se plantee una cuestión de legalidad.

Existe reiterada jurisprudencia en el sentido de que, cuando se presente un juicio de amparo directo en materia civil, mercantil o administrativa, en asuntos en los cuales opera el principio de estricto derecho y por ende, no existe la suplencia de la deficiencia de la queja, si no se prepara debidamente el juicio de amparo en contra de la violación procesal, que trasciende al sentido del fallo, en el sentido de que, durante la tramitación del juicio en primera instancia,  debe hacerse valer el recurso ordinario para impugnar la violación procesal, así como la resolución que al efecto se dicte, en caso de que le sea adversa, o no se le admita el recurso, pues de no hacerlo  así, los conceptos de violación que esgrima en torno a este tema serán inatendibles,  por no haberse preparado adecuadamente el juicio de amparo. Lo anterior se resuelve en una sesión plenaria, habiéndose turnado el expediente al magistrado ponente, quien elabora un proyecto de resolución y el sentido del fallo invariablemente es la negativa del amparo, por resultar inoperantes los conceptos de violación, de manera que, la propuesta que me permito elevar a Sus Señorías, consiste en que para evitar la tramitación de un juicio de amparo cuyo resultado será negándose la protección constitucional que se solicita, por no haber preparado el quejoso debidamente el juicio de amparo, será desechar desde el principio, la aludida demanda y esto puede lograrse, estableciéndose en la Ley de Amparo, la obligación por parte de la autoridad responsable, de certificar al pie de la demanda, tal y como lo establece el actual artículo 163, la fecha de presentación de la demanda, la fecha de notificación del acto reclamado y los días inhábiles que mediaron entre ellas, incluyendo en dicha certificación, cuando de los términos de la demanda de amparo, la responsable advierta, que uno o varios de los conceptos de violación, van encaminados destacar que existieron violaciones procesales, si el quejoso preparó debidamente el juicio, esto es, si interpuso los recursos ordinarios en contra de las violaciones procesales que esgrime en sus motivos de inconformidad, de manera que al advertir en la aludida certificación, el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito, que el quejoso no cumplió con lo anterior, lejos de admitir a trámite una demanda de amparo, cuyo resultado se sabría hasta el momento de resolverse y que sería de evidente negativa, por los motivos ya expuestos, basta con desecharla por no cumplir con lo que exigiría la nueva Ley de Amparo, o sea, no preparar adecuadamente el juicio de amparo,  lo cual se traduce en que ingresarían al Tribunal, sólo aquéllos asuntos en los cuales sí se estudiarían las violaciones procesales que fueron debidamente preparadas, para lograr lo anterior, propongo adicionar los artículos que enseguida se mencionan, con los textos en que podrían quedar, siguiendo los lineamientos establecidos por esa H. Comisión y que son en lo conducente de la siguiente manera:

“Artículo 73, el juicio de amparo es improcedente:

“Fracción X. ......


 ............

“ter. Contra sentencias definitivas, emanadas de procedimientos civiles, mercantiles o administrativos, cuando se aleguen violaciones procesales, que deban considerarse irreparablemente consumadas. Se entiende por violación procesal irreparablemente consumada, cuando el quejoso no impugne dicha violación mediante los medios ordinarios establecidos por la ley respectiva.”

“Artículo 163. La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación  de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas. Cuando en la demanda de amparo se aleguen violaciones procesales, que trasciendan al resultado del fallo, la autoridad responsable, certificará si el quejoso impugnó la violación procesal que manifiesta en su demanda de amparo, mediante los medios ordinarios que la ley aplicable establece; la falta de constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente”.(José Tomás Garrido Muñoz, Tomo II, páginas  1380 a 1383)

ARTICULO 236.-   La demanda deberá formularse por conducto del Tribunal Agrario que conoció del conflicto  en primera instancia. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1935)

COMENTARIO: La práctica procesal concerniente a la interpretación del artículo 44 adminiculado con los diversos 167, 168 y 169 de la Ley de Amparo, no es acorde a la realidad histórica de los tribunales que actúan como auxiliares en la administración de la justicia federal.  En la actualidad, las cargas excesivas de trabajo y las carencias a las que se enfrentan dichos tribunales, como falta de recursos humanos y económicos, hace imposible diligenciar oportunamente y de acuerdo dichos preceptos, el trámite de los asuntos para ser remitidos a los Tribunales Colegiados de Circuito, quienes a diferencia de éstos, cuentan con la infraestructura y tecnología suficiente para ello.

De tal forma, si la concentración es un factor sobre el que se construye el juicio constitucional, debe ser analizada la posibilidad de que las demandas de amparo directo se presenten por conducto del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, y sea éste el encargado de la integración y emplazamiento a los terceros perjudicados, requiriendo a las autoridades responsables informen sobre la legalidad de los actos que se les atribuye, y la remisión de las constancias sobre las que verse lo reclamado, ordenándole provea de inmediato la suspensión que fuera solicitada.  O en su defecto, el término a que se refiere el citado precepto legal se determine en función a las posibilidades reales de las autoridades responsables. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2045 y 2046)
ARTÍCULO 163. La demanda de amparo directo * ( se suprime), deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la falta de la constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2245 y 2246)

Artículo 163.- La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió.  Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas, y si existe otra demanda o demandas de amparo relacionadas conexamente con la misma para ser resueltas en un mismo fallo; la falta de las constancias, con la totalidad de estos datos, se sancionará en los términos del artículo siguiente. (F. Javier Zenteno Barrios, Tomo IV, páginas 2705 y 2706).

Y el 163 de la Ley Orgánica dispone:

“Art. 163.- En los órganos del Poder Judicial de la Federación, considerarán como días inhábiles los sábados y domingos, el 1º, de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1º. de mayo, 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en la Ley”.

Pero, como en este caso, las propuestas deben ir encaminadas exclusivamente a reformar la Ley de Amparo, lo que se propone es incluir además de los que señala como inhábiles el artículo 23, el día 21 de marzo. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, página 239)
Artículo 164.  Si no consta en autos la fecha de notificación a que se refiere el artículo anterior, la autoridad responsable dará cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 169 de esta ley, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que obre en su poder la constancia de notificación respectiva proporcione la información correspondiente al Tribunal al que haya remitido la demanda.

La falta de la referida información, dentro del término señalado, se sancionará con multa de veinte a ciento cincuenta días de salario.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 164. Si no consta en autos la fecha de notificación a que se refiere el artículo anterior, la autoridad responsable dará cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 169 de esta ley, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que obre en su poder la constancia de notificación respectiva proporcione la información correspondiente al tribunal al que haya remitido la demanda.

La falta de la referida información, dentro del término señalado, se sancionará con multa de veinte a ciento cincuenta días de salario. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2246)
Artículo 165.  La presentación de la demanda en forma directa, ante autoridad distinta de la responsable, no interrumpirá los términos a que se refieren los artículos 21 y 22 de esta ley.

PROPUESTAS

Derogar el artículo 165.

Artículo 165. La presentación de la demanda en forma directa. ante autoridad distinta de la responsable. no interrumpirá los términos a que se refieren los artículos 21 v 22 de esta ley. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 494)

Artículo 165 BIS:

“El tercero perjudicado puede adherirse al amparo interpuesto. Dicha adhesión deberá presentarse ante la autoridad responsable dentro del termino de quince días, contados a partir de que sea emplazado, expresando los conceptos de violación correspondientes; en este caso la adhesión a la demanda sigue la suerte procesal de ésta.”(María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, página 574)

ARTÍCULO 165. La presentación de la demanda en forma directa, ante autoridad distinta de la responsable, no interrumpirá los términos a que se refieren los artículos 21 y 22 de esta ley. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2246)
Capítulo II

De la demanda

Artículo 166.  La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.  El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre;

II.  El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.  La autoridad o autoridades responsables;

IV.  La sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, constitutivo del acto o de los actos reclamados; y si se reclamaren violaciones a las leyes del procedimiento, se precisará cuál es la parte de éste en la que se cometió la violación y el motivo por el cual se dejó sin defensa al agraviado.

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la ley, el tratado o el reglamento aplicado, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la ley, el tratado o el reglamento, y la calificación de éste por el tribunal de amparo se hará en la parte considerativa de la sentencia;

PROPUESTAS

No obstante que no es deficiente la regulación de este juicio de garantías, con motivo de la nueva ley o de la reforma a la ya existente, deben ajustarse determinados temas.

1.- Tradicionalmente se estima que el amparo contra leyes sólo puede darse a través del juicio de garantías indirecto y que por lo mismo solamente a través de ese procedimiento puede establecerse jurisprudencia sobre la constitucionalidad de las normas generales, sin tomar en cuenta que en ninguna parte de los artículos 103 y 107 constitucionales ni en su ley reglamentaria, se prohibe que a través del amparo directo se pueda crear jurisprudencia sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma, e incluso es muy probable que la Corte a través del Pleno y de sus Salas haya emitido en la primera instancia del juicio, cuando tenía competencia para ello o a través de su facultad de atracción y en la revisión, jurisprudencia sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma aplicada en un proceso judicial.

Lo que se ignora es que no existe una razón de fondo para que en el amparo indirecto pueda impugnarse la inconstitucionalidad de una norma general y en el amparo directo no pueda hacerse, lo que sucedió simplemente fue que el legislador al reglamentar el amparo contra leyes tramitado ante un Juez de distrito siguió parcialmente las ideas de Rabasa, quién defendió aún en contra de la Fórmula Otero la procedencia del amparo contra leyes y al reglamentar la impugnación de las normas a través del amparo directo siguió las ideas de Vallarta y Lozano, quiénes sustentaban en contra del texto del artículo 101 de la Constitución de 1857 la improcedencia del amparo en contra de las leyes, pues según ellos con motivo de la fórmula Otero lo único que se podría impugnar era el acto concreto de aplicación de la ley por el juez, pero lo que no pensaron o no quisieron hacerlo éstos dos grandes juristas, fue que su razonamiento implicaría la improcedencia del juicio, ya que no basta impugnar el acto de aplicación, sino que es necesario impugnar la ley, y en el caso de que esta sea heteroaplicativa habrá que acreditar que esa norma es inconstitucional y que esa circunstancia da lugar a que al momento en que se aplique se violen las garantías individuales del quejoso.

En este orden de ideas creo que deberían reformarse el tercer párrafo del artículo 158 y la fracción IV del artículo 166 de la Ley de Amparo, para que a través del juicio de amparo directo pueda impugnarse de manera real y no surrealista (como actualmente sucede) aquéllas normas generales que siendo aplicadas en un proceso judicial, se estimen contrarias a la Constitución y por lo tanto en ese amparo sean llamadas a juicio como autoridades responsables no sólo la que emitió la resolución judicial y aplicó la ley, sino aquéllas que intervinieron en el proceso legislativo que se origina con la aprobación de la norma y culmina con su publicación y en consecuencia, también deberá ser acto reclamado no solo la sentencia en que se aplicó la ley tachada de inconstitucional, sino la ley misma.

Los argumentos que tradicionalmente se han dado para desechar estas ideas radican en que debido a que las autoridades que participaron en la aprobación, expedición, promulgación y publicación de la ley, no son parte en el juicio del que emana el acto reclamado, es decir la sentencia impugnada, no se les puede llamar como parte al juicio de amparo.

Esta objeción es falsa porque no se toma en cuenta que el amparo, aún el directo, es un juicio distinto a aquél del que emana la sentencia reclamada, y por lo tanto puede haber cambio en la litis y en la configuración de  las partes, razón por la cual es irrelevante que las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo hayan sido o no parte en el procedimiento judicial, ya que en éste la litis será si la prestación que se exige por el actor al demandado tiene sustento e la ley, mientras que en el juicio de garantías la litis consistirá en resolver si la ley en que pretende apoyarse la acción o la excepción hecha valer por el actor o el demandado es o no contraria a la Constitución.

Prueba de ello lo es que en el último párrafo del artículo 158 de la Ley de Amparo se establece que si durante el proceso judicial surgen cuestiones que  no sean de imposible reparación sobre la constitucionalidad de la ley, éstas sólo podrán hacerse valer en el amparo indirecto en contra de la sentencia, por lo que a contrario sensu a lo dispuesto en el párrafo citado y en atención a lo prescrito en las fracciones I y IV del artículo 114 constitucional cuando en un proceso judicial se aplique una ley que siendo inconstitucional cause un agravio irreparable, la inconstitucionalidad de la norma y de su acto de aplicación se hará valer a través del amparo indirecto en el que se llamará a juicio a aquéllas autoridades que intervinieron en la aprobación y publicación de la ley, aunque no hayan sido parte en el juicio civil, mercantil, fiscal, laboral, etc, y será acto reclamado la ley y el acto concreto de aplicación, en el entendido de que si en este amparo indirecto no se reclama la inconstitucionalidad de la ley que aplicó la autoridad judicial, el amparo será improcedente respecto del acto de aplicación, pues se tendrá por consentido, por el sólo hecho de no impugnar la ley.

Lo mismo sucede en los procedimientos seguidos en forma de juicio a que se refiere la fracción II del artículo 114 de la Ley de Amparo, pues si en ese proceso administrativo tramitado con las formalidades judiciales, se aplica una norma inconstitucional y ésta causa un agravio irreparable, en el amparo indirecto se llamará a juicio no sólo a la autoridad administrativa sino a las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo y el acto reclamado  lo será tanto la ley como el acto concreto de aplicación emitido por la autoridad administrativa. 

Por los motivos expuestos deberán reformarse los preceptos citados y acabar con el surrealismo que a veces agobia tanto en la doctrina como en la practica del amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1662 y 1666)

V.  La fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la fecha en que haya tenido conocimiento el quejoso de la resolución recurrida;

VI.  Los preceptos constitucionales cuya violación se reclame y el concepto o conceptos de la misma violación;

VII.  La ley que en concepto del quejoso se haya aplicado inexactamente o la que dejó de aplicarse, cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en los principios generales de derecho.

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes de fondo, deberá cumplirse con esta prescripción en párrafos separados y numerados.

PROPUESTAS

De todos los que de una forma u otra están relacionados con el trámite del amparo, es de sobra conocido la importancia y trascendencia que tiene el incidente de suspensión.

Bástame decir que a un alto porcentaje de quejosos lo único que les interesa al promover los juicios de garantías no es obtener el otorgamiento de la protección federal (de antemano saben que les será negado), sino la concesión de la suspensión ya provisional ya definitiva.

Justo por tal relevancia es que resulta absurdo que el incidente respectivo se inicie con un escrito sin firma; ocurso que no deja de ser una verdadera demanda incidental.

Efectivamente,  la  generalidad  de  los  abogados postulantes acostumbran pedir a sus clientes que les firmen sólo el original de la demanda de garantías, comenzándose así la tramitación del incidente de suspensión con copias, por duplicado, de dicho libelo, pero, increíblemente, sin tener el respaldo de la firma del promovente.

Debido quizás a la urgencia del agraviado en la obtención de la medida, así como a la falta de costumbre del juzgador o para evitarse éste problemas, se ha accedido a dar curso a las peticiones, mas incorrectamente.

Tal como se encuentra redactada la ley de la materia (que no contempla a la firma del quejoso como uno de los requisitos de la demanda de amparo directo o indirecto), la única forma de dar respuesta a esas promociones sin respaldo, sería  denegando el trámite del incidente hasta que se subsanara la omisión de la firma, mas lo conveniente sería incluir a la firma como elemento tanto de la demanda principal como de la incidental, para lo cual deberían adicionarse los artículos 116, 124 y 166 de la ley referida, con una fracción mas.(Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, páginas 397 y 398)

Artículo 166 fracción VII, deberá agregarse un tercer párrafo:

El adherente al amparo deberá precisar las violaciones cometidas en su contra que no le paren perjuicio inmediato y los fundamentos y causas de los posibles perjuicios inmediatos y reales que puedan presentarse en su contra en la ejecutoria que se dicte. (María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, página 574)

Del artículo 166 la observación fundamental es redaccional: por ejemplo, la fracción IV repite dos veces la enumeración sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio.  Hay, por tanto, que evitar tanto la enumeración como la repetición.  Tal vez pudiera decirse en el primer párrafo: “las resoluciones definitivas que hubieran puesto fin al juicio” y en el segundo: “si dicha resolución se impugna por estimarse inconstitucional la norma aplicada…” eliminando de paso otra enumeración. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1077)

Artículo 116, 166, 149, 131 y 149. Que se establezca en la ley la posibilidad de presentar demandas de amparo, informes con justificación, informes previos o notificaciones, por medio de correo electrónico, más ahora que ella está legitimada la firma digital, acompañando las copias de los actos por este medio (scanner). (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1793)
ARTÍCULO 166. La demanda de amparo  directo deberá formularse por escrito, en la que además de las generales del agraviado, deberán expresarse: 

I. El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre;

II. El nombre y domicilio del tercero perjudicado si lo hubiere;

III. La autoridad * ( se suprime)  responsable , en este rubro sólo deberá señalarse a quien emitió el acto ahora impugnado;

IV. La sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, constitutivo del acto o de los actos reclamados; y si se reclamaren violaciones a las leyes del procedimiento, se precisará cuál es la parte de éste en la que se cometió la violación y el motivo por el cual se dejó sin defensa al agraviado.

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la ley, el tratado o el reglamento aplicado, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la ley, el tratado o el reglamento, y la calificación de éste por el tribunal de amparo se hará en la parte considerativa de la sentencia;

V. La fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la fecha en que haya tenido conocimiento el quejoso de la resolución recurrida;

VI. Los preceptos constitucionales cuya violación se reclame y el concepto o conceptos de la misma violación;

VII. La ley que en concepto del quejoso se haya aplicado inexactamente o la que dejó de aplicarse, cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en los principios generales de derecho.

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes de fondo, deberá cumplirse con esta prescripción en párrafos separados y numerados.

VIII. Derogada: D.O.F. 5 de enero de 1988 (republicada: D.O.F. 11 de enero de 1988 y 1o. de febrero de 1988).

Nota aclaratoria: Se sugiere tengan a bien suprimir la fracción que antecede,  en virtud de las reformas propuestas. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2246 a 2248) 

Debe reformarse a su vez los artículos 76Bis y 166, de la Ley de Amparo, a fin de hacer mas sencilla la formación de la demanda de amparo y no dar lugar a que por defectos de esta, o de la queja, se niegue al quejoso el amparo y protección de la justicia federal cuando a este le han sido violadas las garantías individuales. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 12 y 13)
Artículo 167.  Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos.

PROPUESTAS

Por otra parte, el artículo 167 de la Ley de Amparo, es inconstitucional, porque el emplazamiento que menciona, y el término máximo de diez días para comparecer el tercero o terceros perjudicados, ante el tribunal de amparo a defender sus derechos, es un nuevo absurdo jurídico, puesto que el precepto que nos ocupa, debió establecer con posterioridad, la oportunidad procesal de las partes para defender sus  derechos, tomando en cuenta que no les debe correr término para defender sus derechos por escrito, hasta que no se admite la demanda y se mande notificar el auto admisorio a las partes (Art. 179 de la Ley de Amparo), ya que hasta entonces se habrá constituido válidamente la relación procesal y sabrán con certeza los indicados terceros perjudicados, el tribunal de amparo que conoce del asunto, así como el número de juicio y demás datos necesarios.


Por lo anterior, contra toda técnica jurídica, la Ley de Amparo mencionan la palabra “emplazándolas” como acto previo a la admisión de la demanda. Por eso Eduardo Pallares1 dijo: <<En los Amparos directos ante los Tribunales Colegiados de Circuito, se hace el emplazamiento en forma esencial y, EN CIERTO MODO ANOMALA…>>.  Al usar este vocablo el tratadista fue demasiado afable, puesto que más que emplazamiento anómalo, se trata de un absurdo jurídico, de un inconexo jurídico, porque si aun no se admite la demanda de amparo (ver por ejemplo. Arts. 327 y 328 del C.F. de P.C.), el legislador utilizó indebidamente la dicción <<emplazándolas>> en el artículo 167 de la Ley de Amparo, ya que en esta disposición por razones de economía procesal, se debió establecer la guarda de las copias de traslado, por parte de la sala responsable, para efectos de posterior emplazamiento, el cual tendría lugar después de la admisión de la demanda, cuando se mandará notificar a las partes el auto admisorio respectivo, procediendo entonces sí en ese momento, emplazar a las partes que derivan del juicio contencioso-administrativo entregándoles las copias del traslado, y en su caso, notificar el auto en el que se determine la existencia del inconveniente legal para el envío de originales, para que tanto el agraviado, como la sala responsable y las partes indicadas, señalen copias certificadas de constancias. (Art. 169 de la Ley de Amparo).


El defecto señalado de la Ley de Amparo y contenido en su artículo 167, el cual se debe corregir mediante la reforma correspondiente, propicia dificultades prácticas principalmente a los terceros perjudicados como son: La autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo; los titulares de las dependencias a que se refiere el artículo 198 III, del Código Fiscal; y, el tercero interesado, que pudieron haber intervenido también en el juicio últimamente indicado, y que no están en aptitud de saber al momento del supuesto emplazamiento practicado por la autoridad responsable lo siguiente: el número del juicio de amparo; si se recibió o no el original de la demanda y el informe justificado, si se admitió o no la demanda, o bien, si se remitieron los autos por el tribunal de amparo a otro por razón de competencia (Art. 48 Bis de la Ley de Amparo). Todo lo anterior, se tiene que ignorar por los señalados terceros perjudicados.  Pero no obstante lo expuesto, se exige a estos último, defiendan sus derechos por escrito a virtud del irregular emplazamiento (Art. 167, parte final, de la Ley de Amparo). (Gregorio Sánchez León, Tomo I, página 5 a 7)
NOVENA PROPUESTA DE REFORMA: Modificar el primer párrafo del artículo 167

Artículo 167. Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de la partes en el juicio  constitucional;  copias  que  la  autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos. 

MODIFICACION:

Artículo 167. La autoridad responsable emplazará a las partes para que dentro de un término máximo de diez días. comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 495)

a).- El precepto de la Ley de Amparo del que se pretende la aportación de una adición, lo es el Artículo 167 de dicho ordenamiento, que en su texto vigente dice:

"Artículo 167.- Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las parte en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos."

b).- MOTIVOS DE LA APORTACION:

Para evitar que las autoridades responsables en un juicio de amparo directo, al recibir una demanda uniinstancial retarden el trámite provisional de recepción, acuerdos de recepción, otorgamiento, en su caso, de suspensión de los actos reclamados, y emplazamiento a la parte tercera perjudicada,  que en algunos casos se ha advertido dilatan injustificadamente, se propone la siguiente adición:

"Artículo 167.- Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos."

"El emplazamiento deberá realizarse a más tardar, dentro de los dos días siguientes al en que se cuente con la demanda de amparo, copias suficientes y el acuerdo inmediato de recepción que corresponda, notificado en primera fase conforme a la Ley que rija al acto reclamado.  La autoridad responsable que no dé cumplimiento a lo anterior se hará acreedora a una multa de veinte a ciento cincuenta días de salario". (Guillermo Campos Osorio, Tomo II, páginas 979 y 980)

Para el capitulado en referencia, solo se propone imponer a la autoridad responsable, el deber de solicitarle a quienes sean señalados como responsables, su informe justificado el que deberá rendir dentro de los cinco días siguientes al en que se les notifique el requerimiento  (artículo 167 vigente). 

De igual manera se sugiere que en resoluciones que impongan penas privativas de libertad, aún no ejecutadas el efecto de la suspensión sean la no afectación de la garantía aún tratándose de delitos graves. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1933)

El artículo 167 de la Ley de Amparo establece la obligación de la autoridad responsable de emplazar a las partes en el juicio para que en el término de 10 días comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos.

De una interpretación literal, se entendería que el plazo de 10 días empezaría a correr a partir de la fecha del emplazamiento; sin embargo, para ese momento aún no se encuentra radicada la demanda de amparo en el Tribunal Colegiado de Circuito, ni se ha emitido el Acuerdo de admisión correspondiente, lo que impide al Tercero Perjudicado conocer ante qué Tribunal va a defender sus derechos, por lo que se propone modificar el artículo 167 que se comenta para que el término de 10 días empiece a correr a partir de que sea notificado el auto admisorio de la demanda. De esta forma el compareciente tendrá pleno conocimiento del número de toca y Colegiado que conoce de la demanda de garantías.

Lo anterior no implicaría retraso alguno en la tramitación del juicio de garantías, ya que por el gran número de juicios de amparo directos, los Tribunales Colegiados no suelen emitir sentencia 10 días después de la radicación de los mismos.

Asimismo, conviene destacar que en nuestro concepto la comparecencia de tercero perjudicado como parte en el juicio no puede ser reducida en su actuación a la simple formulación de alegatos, ya que esto se actualiza una vez que las partes en una controversia han tenido la oportunidad de formular sus defensas, alegaciones que incluso el juzgador puede discrecionalmente tomar o no en cuenta, mientras que en el juicio de amparo al tercero perjudicado debe escuchársele a través de los razonamientos que formula en la comparecencia respectiva, por lo que convendría establecer en forma expresa que la misma debe ser valorada y analizada por el órgano resolutor, a fin de no dejar inaudita a una de las partes en el juicio de garantías. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, páginas 2071 y 2072)

ARTÍCULO 167. Con la demanda de amparo directo, deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, de estimarlo necesario, comparezcan ante el Tribunal Colegiado que conozca del juicio, a fin de hacer valer sus alegaciones dentro de un término máximo de tres días, contados a partir  del día siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión de la demanda por dicho órgano colegiado. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2248)

En otro orden, también en la actual Ley de Amparo, en su Título Tercero, Capítulo II, relativo a la demanda, se encuentra el:

“Artículo 167.- ...” (se transcribe).

Con este numeral se relaciona en el mismo Título, Capítulo IV, relativo a la substanciación del juicio, el diverso:

“Artículo 180.- ...” (se transcribe).

Retomando el orden de la consideración de la propuesta, con respeto a estas disposiciones tenemos también derivado de nuestra experiencia práctica, hemos observado que para el emplazamiento de una demanda de amparo de la contraparte y remisión a la Oficialía de Partes Común de los Tribunales Colegiados del Primer Circuito, el trámite de la autoridad responsable excede de los diez días a que se refieren los artículos citados, en el inter de esta gestión, se desconoce que el tribunal colegiado conocerá y resolverá dicha demanda de amparo, por lo que la comparecencia para alegar en defensa nuestros intereses en calidad de terceros perjudicados, obviamente por causa no imputable no es posible hacerla dentro del término previsto ante el Tribunal de Control Constitucional designado, y al momento de conocerse éste, al estar vencido el término ya no se tomarán en cuenta nuestros argumentos, en su estudio previo para resolución, por lo que en la práctica nos hemos visto obligados a presentarlos ante la responsable dentro del término para que los remita junto con la demanda de amparo desde luego sin señalar tribunal específico de destino, lo que no se ajusta al procedimiento dispuesto por los numerales citados.

En razón de lo anterior y para evitar una desventaja procesal a cualquier parte involucrada en el asunto, se propone que el texto de tales artículos quede como sigue:

Artículo 167.-  Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquellas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, contados a partir de que se admita la demanda de amparo por el Tribunal Colegiado que la reciba, comparezcan ante éste a defender sus derechos.

Artículo 180.- El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de diez días contados a partir de que se admita la demanda de amparo por éste. (F. Javier Zenteno Barrios, Tomo IV, páginas 2706 a 2708).

ARTÍCULO 167.- Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender su derechos. 

Con la demanda, el agravado deberá acompañar todas las pruebas documentales necesarias para evidenciar la inconstitucionalidad del acto o en caso de imposibilidad legal, indicar el lugar en donde se encuentran, par que el tribunal colegiado de circuito tome las medidas correspondientes, en relación con la admisión de la demanda, salvo en los casos en los cuales se reclamen actos privativos de la libertad personal y en materia agraria a favor de las personas a que se refiere el artículo 212 de esta ley. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 34)

Se considera que el plazo para que las partes comparezcan a defender sus derechos en amparo directo está en desuso porque una vez emplazadas por el tribunal responsable, comienza el término de diez días y en la mayoría de los casos transcurre en exceso sin que se haya radicado y admitido el amparo por el Tribunal Colegiado competente, por lo que a fin de precisar lo que realmente acontece, se propone adicionar el precepto con un segundo párrafo.

Asimismo se estima que al establecer que las partes comparezcan a defender sus derechos, es con la finalidad de que el Tribunal tome en cuenta las manifestaciones al momento de dictar sentencia, por lo que se propone que de ser posible se señale esa situación en el precepto.

Reforma

ARTICULO 167.- Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional en la que conste la fecha en que se presentó, así como de los anexos correspondiente; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos, 

El plazo anterior, se computará a partir de la fecha en que las partes queden notificadas del acuerdo de admisión de la demanda dictado por el Tribunal Colegiado de Circuito y las manifestaciones correspondiente se tomarán en cuenta al momento de dictar sentencia. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 283 y 284)

Artículo 168.  Cuando no se presentaren las copias a que se refiere el artículo anterior, o no se presentaren todas las necesarias en asuntos del orden civil, administrativo o del trabajo, la autoridad responsable se abstendrá de remitir la demanda al Tribunal Colegiado de Circuito, y de proveer sobre la suspensión, y mandará prevenir al promovente que presente las copias omitidas dentro del término de cinco días. Transcurrido dicho término sin presentarlas, la autoridad responsable remitirá la demanda, con el informe relativo sobre la omisión de las copias, a dicho Tribunal, quien tendrá por no interpuesta la demanda.

En asuntos del orden penal, la falta de exhibición de las copias de la demanda de amparo no será motivo para tenerla por no interpuesta. En este supuesto, el tribunal que conozca del amparo mandará sacar las copias oficiosamente.

PROPUESTAS

DÉCIMA PROPUESTA DE REFORMA:  Derogar el artículo 168.

Artículo 168. Cuando no se presentaren las copias a que se refiere el artículo anterior. o no se presentaren todas las necesarias en asuntos del orden civil. administrativo o del trabajo. la autoridad responsable se abstendrá de remitir la demanda al Tribunal Colegiado de Circuito. v de proveer sobre la suspensión. v mandará prevenir al promovente que presente las copias omitidas dentro del término de cinco días.  Transcurrido  dicho  término  sin  presentarlas, la  autoridad responsable remitirá la demanda. con el informe relativo sobre la omisión de las copias. a dicho  tribunal. quien tendrá por no interpuesta la demanda. 

En asuntos del orden penal. la falta de exhibición de las copias de la demanda de amparo no será motivo para tenerla por no interpuesta. En este supuesto,  el tribunal que conozca del amparo mandará sacar las copias oficiosamente. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 495 y 496)

ARTÍCULO 168. Cuando no se presentaren las copias a que se refiere el artículo anterior, o no se presentaren todas las necesarias en asuntos del orden civil, administrativo o del trabajo, la autoridad responsable se abstendrá de remitir la demanda al Tribunal Colegiado de Circuito, y de proveer sobre la suspensión, y mandará prevenir al promovente que presente las copias omitidas dentro del término de tres días. Transcurrido dicho término y si no son presentadas las copias faltantes, la autoridad responsable remitirá la demanda con el informe correspondiente,  en el que además hará constar sobre la omisión de las copias,  y el magistrado presidente de dicho Tribunal, una vez que haya constatado la falta de copias  tendrá por no interpuesta la demanda.

En asuntos del orden penal, la falta de exhibición de las copias de la demanda de amparo no será motivo para tenerla por no interpuesta. En este supuesto, el tribunal que conozca del amparo mandará sacar las copias oficiosamente. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2248)

ARTÍCULO 168 .- Cuando no se presentaren las copias y documentos a que se refiere el artículo anterior, o no se presentaren todas las necesarias en asuntos de orden civil, administrativo o del trabajo, la autoridad responsable se abstendrá de remitir la demanda al tribunal colegiado de circuito, y de proveer sobre la suspensión, y mandará prevenir al promovente que presente las copias omitidas dentro del término de cinco días.  Transcurrido dicho  término sin presentarlas, la autoridad responsable remitirá la demanda, con el informe relativo sobre la omisión de las copias, a dicho Tribunal, quien tendrá por no interpuesta la demanda.

En asuntos del orden penal, la falta de exhibición de las copias de la demanda de amparo no será motivo para tenerla por no interpuesta.  En este supuesto, el tribunal que conozca del amparo mandará sacar las copias oficiosamente. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, páginas 34 y 35)
Artículo 169. Al dar cumplimiento la autoridad responsable a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo anterior, remitirá la demanda, la copia que corresponda al Ministerio Público Federal y los autos originales al Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de tres días. Al mismo tiempo rendirá su informe con justificación, y dejará copia en su poder de dicho informe.

Al remitir los autos, la autoridad responsable dejará testimonio de las constancias indispensables para la ejecución de la resolución reclamada, a menos que exista inconveniente legal para el envío de los autos originales; evento éste en el que lo hará saber a las partes, para que dentro del término de tres días, señalen las constancias que consideren necesarias para integrar la copia certificada que deberá remitirse al tribunal de amparo, adicionadas las que la propia autoridad indique.

La autoridad responsable enviará la copia certificada a que se refiere el párrafo anterior en un plazo máximo de tres días al en que las partes hagan el señalamiento; si no lo hace, se le impondrá una multa de veinte a ciento cincuenta días de salario. Igual sanción se le impondrá si no da cumplimiento oportunamente a la obligación que le impone el primer párrafo de este propio precepto.

PROPUESTAS

Según lo dispuesto por el artículo 167 de la Ley de Amparo, la Sala responsable del Tribunal Fiscal, entregará las copias de la demanda a cada una de las partes, emplazándolas, para que comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito, a defender sus derechos.  Posteriormente, la Sala del Tribunal Fiscal, remitirá la demanda original, la copia que corresponda al Ministerio Público Federal, y los autos originales o copia certificada de los mismos al Tribunal Colegiado de Circuito (Art. 169 de la Ley de Amparo).

Consideramos que indebidamente el artículo 169 de la Ley de Amparo, exige a la autoridad responsable rinda al  mismo tiempo informe con justificación, puesto que aún no se admite la demanda por el tribunal de amparo, y por lo mismo, no se encuentra establecida válidamente la relación procesal, no siendo procedente todavía dar contestación a la demanda con el informe justificado, ya que en ningún ordenamiento jurídico del mundo se contesta la demanda antes de admitirse. (Gregorio Sánchez León, Tomo I, página 5)

Modificar el párrafo primero del artículo 169. 

Articulo 169. Al dar cumplimiento la autoridad responsable a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo anterior, remitirá la demanda, la copia que corresponda al Ministerio Público Federal y los autos originales al Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de tres días. Al mismo tiempo rendirá su informe con justificación, y dejará copia en su poder de dicho informe.  

MODIFICACION:

Artículo 169. La autoridad responsable remitirá la demanda v los autos originales al Tribunal Colegiado de Circuito. dentro del término de tres días. Al mismo tiempo rendirá su informe con justificación y dejará copia en su poder de dicho informe. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 496)

Artículo 169, agregar:

Cuando contra una misma resolución se presentasen diversas demandas de amparo, al cumplir con lo dispuesto en el párrafo primero, la autoridad responsable cuidará que todas sean remitidas al mismo Tribunal Colegiado de Circuito, en el caso de la competencia de estos, a fin de que sean vistos por el mismo magistrado relator. (María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, páginas 574 y 575)

Adicionalmente, resulta inoperante el término de tres días concedidos a la autoridad responsable para la integración, emplazamiento y rendición de informes, si para ello se toma en cuenta el actual crecimiento demográfico, la dispersión de colonias e insuficientes medios de comunicación y transporte, que obstaculizan el puntual diligenciamiento de los requerimientos en las principales ciudades. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, página 2046)

Capítulo III

De la suspensión del acto reclamado

Artículo 170.  En los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, la autoridad responsable decidirá sobre la suspensión de la ejecución del acto reclamado con arreglo al artículo 107 de la Constitución, sujetándose a las disposiciones de esta ley

PROPUESTAS

ARTÍCULO 170. En los * (se suprime) amparos  directos, la autoridad responsable decidirá sobre la suspensión de la ejecución del acto reclamado. * (se suprime). (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2249)

Tomando en consideración la situación económica en que se encuentra inmerso el campo mexicano, la fijación de la garantía para la suspensión de los actos reclamados debe ser proporcional a esta realidad, por lo que la propuesta de fijar un tope máximo de 25 días de salario mínimo vigente en el área geográfica de que se trate de acuerdo a la calidad de la tierra, por cada hectárea materia de conflicto, no resulta excesivo (“ilusorio o insuficiente”), sino asequible al ingreso económico de la clase campesina, quedando tal situación bajo el criterio que se estime correcto para lo propio.

En mérito de lo anterior, me permito sugerir la reforma a los siguientes artículos de la Ley de Amparo:

TITULO TERCERO

CAPITULO  III

Artículo 170. . . . y en tratándose del amparo en materia agraria, sin perjuicio de observar lo anterior, se aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 234 de esta ley.

LIBRO SEGUNDO

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

Artículo 234. . . . En cuanto a la suspensión solicitada por ejidatarios, comuneros, aspirantes a estas calidades, posesionarios y pequeños propietarios, cuando se diluciden derechos individuales, la autoridad responsable que decida esta cuestión deberá aplicar los siguientes criterios para la fijación de la garantía:

Si la tierra en controversia es de riego, se aplicarán 25 días de salario mínimo vigente en el área geográfica de que se trate por cada hectárea.

Tratándose de tierras de temporal, por cada hectárea correspondiente 20 día de salario mínimo vigente en el área geográfica respectiva.

Para las tierras de agostadero, se aplicarán 15 días de salario mínimo vigente en la zona geográfica de que se trate por cada hectárea.

En cuanto a las tierras de monte por cada hectárea en litigio, se aplicarán 10 días de salario mínimo vigente en el área geográfica respectiva.

El criterio para determinar la calidad de la tierra, materia de la fianza, será por declaración del solicitante, bajo protesta de decir verdad. (Gilberto Suárez Herrera, Tomo IV, páginas 2873 a 2875).
Artículo 171.  Cuando se trate de sentencias definitivas dictadas en juicios del orden penal, al proveer la autoridad responsable, conforme a los párrafos primero y segundo del artículo 168 de esta ley, mandará suspender de plano la ejecución de la sentencia reclamada.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 171. Cuando se trate de sentencias definitivas dictadas en juicios del orden penal, al proveer la autoridad responsable, conforme a los párrafos primero y segundo del artículo 168 de esta ley, mandará suspender de oficio y de plano la ejecución de la sentencia reclamada. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2250)
Artículo 172.  Cuando la sentencia reclamada imponga la pena de privación de la libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Tribunal Colegiado de Circuito competente, por mediación de la autoridad que haya suspendido su ejecución, la cual podrá ponerlo en libertad caucional si procediere.

Artículo 173.  Cuando se trate de sentencias definitivas o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas en juicios del orden civil o administrativo, la suspensión se decretará a instancia del agraviado, si concurren los requisitos que establece el artículo 124, o el artículo 125 en su caso, y surtirá efecto si se otorga caución bastante para responder de los daños y perjuicios que pueda ocasionar a tercero.

En los casos a que se refieren las disposiciones anteriores, son aplicables los artículos 125 párrafo segundo, 126, 127 y 128.

Cuando se trate de resoluciones pronunciadas en juicios del orden civil, la suspensión y las providencias sobre admisión de fianzas y contrafianzas, se dictarán de plano, dentro del preciso término de tres días hábiles.

PROPUESTAS

La suspensión se debe conceder o negar de plano, sin sustanciación especial, por consecuencia, en el amparo directo relativo al contencioso administrativo, no se da la suspensión provisional o definitiva, sino la suspensión única de plano, pero susceptible de modificación o revocación, cuando haya causas o hechos supervenientes que justifiquen el cambio.

El otorgamiento de la suspensión en el amparo directo, implica suspender la sentencia fiscal y su ejecución, véase la siguiente tesis de jurisprudencia de la Suprema Corte: <<SUSPENSION>>. Al concederla, no debe hacerse distinción entre el fallo y su ejecución,  pues al otorgarse contra aquél, se entiende concedida en cuanto a sus efectos, pues de no ser así, la suspensión sería imposible.  Jurisprudencia: Apéndice 1975, 8ª Parte, Pleno y Salas. Tesis 186, Págs. 314 y 315.

En materia tributaria, opinamos que siempre se debe conceder la suspensión del acto reclamado en el amparo directo, si se solicita la misma, y se acredita que previamente se encuentra garantizado el interés fiscal ante las autoridades administrativas correspondientes, con motivo de los medios de defensa previos, consistentes en recurso administrativo y/o juicio contencioso administrativo, o bien, si ante la sala responsable, se demuestra haber garantizado las contribuciones impugnadas, con motivo del amparo directo, de conformidad con lo previsto por los artículo 144, del Código Fiscal de la Federación, en relación con los artículos 107, fracción XI, de la Constitución Federal, 125, párrafo segundo, 126, 127, 128, 135, 170 y 173, segundo párrafo, de la Ley de Amparo.(Gregorio Sánchez León, Tomo I, página 8 y 9)
En los juicios civil y administrativo, de acuerdo con el artículo 173 de la ley, la suspensión deberá solicitarse por el agraviado; pero considero que no es el caso, pues en términos generales al interponerse el recurso de apelación en materia civil se suspende la ejecución de la sentencia y si se promueve el amparo directo deberá seguir suspendida tal ejecución, aunque no lo pida el quejoso.  En materia administrativa, sea en el juicio fiscal o en el contencioso si se concede la suspensión deberá continuar vigente.  Por estas razones, hay que modificar el precepto para que diga que la interposición del amparo suspende la ejecución de la sentencia o autos reclamados. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1093)

ARTÍCULO 173. Cuando se trate de sentencias definitivas o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas en juicios del orden civil o administrativo, la suspensión se decretará a instancia del agraviado, si concurren los requisitos que establece el artículo 124, o el artículo 125 en su caso, y surtirá efecto si se otorga garantía bastante para responder de los daños y perjuicios que pueda ocasionar a tercero, si el quejoso no obtiene sentencia favorable en el amparo. 

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero perjudicado que no sean estimables en dinero, la autoridad responsable fijará discrecionalmente el monto de la garantía.

En los casos a que se refieren las disposiciones anteriores, son aplicables los artículos 125, párrafo segundo, 126, 127 y 128.

Cuando se trate de resoluciones pronunciadas en juicios del orden civil, la suspensión y las providencias sobre admisión de garantías y contragarantías, se dictarán de plano, dentro del preciso término de tres días hábiles. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2250)

Propuesta

El juicio de amparo constituye la piedra angular para la defensa de la Constitución, por lo cual elaboré mi tesis de Licenciatura sobre dicha materia con el rubro “LA SUPRESIÓN DE LA GARANTÍA PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL AMPARO DIRECTO EN MATERIA CIVIL”, y si bien es cierto que no obstante estar concluida la misma, al día de hoy no he presentado aún mi examen recepcional, dado el conflicto Universitario de todos conocido, es más cierto que, motivada por la invitación de mérito, me tomo el atrevimiento de presentarle las propuestas que formulo en mi tesis tanto a la Constitución como a la Ley de Amparo para los efectos a que se refiere la invitación mencionada. 

En este orden de ideas sugiero se reforme el artículo 107 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como el artículo 173 de la Ley de Amparo, agregando un artículo 173 bis, como se pasa a precisar:

“Art. 107.- …

Fracción X.- Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos que determine la Ley para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que puede sufrir el agraviado con su ejecución y el interés público.

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal y civil al comunicarse la interposición del amparo, si bien, en materia civil, en caso de que no obtenga el agraviado en el juicio de garantías, la autoridad que conoce de la suspensión fijará una sanción pecuniaria que se hará efectiva, en términos de la ley reglamentaria, a favor del o de los terceros perjudicados.

Por su parte propongo que el capítulo III del título tercero de la Ley de Amparo, que regula la suspensión del acto reclamado en los juicios de amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, sea reformado en su artículo 173, para suprimir la materia civil, quedando intacto por lo que se refiere a la materia administrativa, agregando un artículo 173 bis, los cuales se propine queden de la siguiente manera:

“Art. 173. Cuando se trate de sentencia definitivas o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas en juicios del orden administrativo, la suspensión se decretará a instancia del agraviado, si concurren los requisitos que establece el artículo 124 o el artículo 125, en su caso, y surtirá efecto si se otorga caución bastante para responder de los daños y perjuicios que pueda ocasionar a terceros.

En los casos a que se refieren las disposiciones anteriores, son aplicables los artículos 125, párrafo segundo, 126, 127 y 128”.

“Art. 173 bis. Cuando se trate de sentencias definitivas o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas en juicios del orden civil, la suspensión se decretará a instancia del agraviado, si concurren los requisitos que establece el artículo 124 y surtirá sus efectos inmediatamente.

En caso de que el agraviado no obtenga resolución favorable en el juicio de garantías, la autoridad que conoce de la suspensión fijará una sanción pecuniaria, a favor del tercero o terceros perjudicados, tanto al quejoso como a su abogado patrono, solidariamente, equivalente a mil días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, por cada cincuenta mil pesos que se reclamen como suerte principal en el juicio natural, o de quinientos días, si el contenido de lo reclamado no rebasa esta suma.

Esta sanción se hará efectiva al ejecutarse la sentencia en el juicio natural, independientemente de la multa prevista en el artículo 81 de esta ley y de las costas que, en su caso, procedieren”. (Yolanda Portilla López, Tomo V, páginas 40 a 42)

Se está dando la práctica que en asuntos que se ventilan ante jueces de primera instancia en materia civil y se promueve amparo,  éste es dirigido al Tribunal Colegiado de la circunscripción, aunque por el trámite corresponda conocer al Juez de Distrito y desde luego a este funcionario resolver las cuestiones de la suspensión.

La suspensión en éstos casos interpretando el artículo 170 corresponde decidirla la autoridad responsable que tiene por recibido el amparo al Tribunal Colegiado para su substanciación y anexando originales de las actuaciones se decreta la suspensión.

En la mayoría de las veces los Tribunales Colegiados se declaran incompetentes y ordenan remitir las actuaciones al Juzgado de Distrito que corresponde, con el o el tercero interesado, sufre notorios perjuicios, pero además como en los amparos directos no existe la obligación de rendir la protesta a conducirse con verdad muchas veces deliberadamente se omiten cuestiones que debe conocer la autoridad del amparo.

Por ello se propone la reforma al artículo 173 de la Ley de Amparo en el Párrafo tercero y la adición de otro párrafo en los términos siguientes:

"Cuando se trate de resoluciones pronunciadas en negocios de segunda instancia del orden civil, la suspensión y las providencias sobre la admisión de fianzas y contrafianzas, se dictarán de plano dentro del preciso término de tres días.

Cuando se trate de resoluciones pronunciadas en negocios de primera instancia del orden civil la suspensión se decretará una vez que la autoridad de amparo ordene darle el trámite, en este caso excepcionalmente será optativa la presentación de la demanda de garantías directamente al Tribunal Colegiado.  El quejoso deberá hacer saber a la autoridad responsable la interposición del juicio acompañándole la copia del acuse de recibo del Tribunal y copia certificada de la resolución que admite la demanda para que la autoridad responsable provea sobre la suspensión y las providencias sobre la admisión de fianzas y contrafianzas".(Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 212 y 213)
Artículo 174.  Tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales del trabajo, la suspensión se concederá en los casos en que, a juicio del presidente del tribunal respectivo, no se ponga a la parte que obtuvo, si es la obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

La suspensión surtirá efectos si se otorga caución en los mismos términos del artículo anterior, a menos que se constituya contrafianza por el tercero perjudicado.

PROPUESTAS

Sin embargo, nada impide, es decir, no hay razón jurídica que obstaculice que el artículo 107, Constitucional en sus fracciones X y XI, se adicionen para hacer referencia específica a la suspensión en materia laboral y así, el citado artículo 174 de la Ley de Amparo, regula el procedimiento y forma de orden jurídico tratándose de la suspensión en materia laboral en el caso de amparo directo contra la ejecución de un laudo, con base en una norma fundamental concreta, no genérica; ya que si se encuentra normada la tramitación de la suspensión en relación a las sentencias definitivas civiles, no hay razón válida, para no hacer lo propio en los asuntos laborales, pues no hay duda de que el legislador equiparó aquéllas a los laudos, no obstante sus características propias, ya que en los asuntos laborales están en juego cuestiones, además del aspecto privado y patrimonial, el del interés colectivo que atañe a la justicia social, como son evitar a la parte obrera, por antonomasia la débil de la relación trabajo-capital,  los graves  perjuicios que  pudiera ocasionar la suspensión, tanto en lo personal como al núcleo familiar, al ponerla en trance de no subsistir durante la tramitación del juicio de amparo.

En especial, corresponde al Presidente del Tribunal del Trabajo, cuando se demanda la suspensión del laudo o de las resoluciones que pongan fin al juicio dictados por los Tribunales del Trabajo conceder, a su juicio, la suspensión y para ello deberá tomar en consideración que no se ponga a la parte que obtuvo, si es la obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de garantías y que, sólo se suspenderá la ejecución en lo que exceda de lo necesario para asegurar la subsistencia indicada; asimismo, se prevé que la suspensión surtirá efectos si se otorga caución en los términos indicados con antelación.

Se advierte, que para la tramitación de la demanda de garantías, es la Junta a la que corresponde llevarla a cabo, de ahí que debe considerarse que si el acto reclamado fundamental y toral lo es el laudo que resolvió la cuestión de fondo planteada, o bien la resolución que sin ocuparse de las acciones, excepciones o defensas y de las pretensiones deducidas oportunamente en el juicio laboral, ponen fin a éste y que son dictadas por los miembros que integran la Junta, o sea el representante del trabajo, el representante del capital y el representante del gobierno, debiera ser a este Cuerpo Colegiado, al que correspondiera resolver sobre la suspensión de la ejecución del acto, por ser quienes fallaron en definitiva sobre la condena en perjuicio del patrón y conocer los factores y circunstancias fácticas y jurídicas que los llevaron a tal determinación.

Así, debe estimarse que a dicho Cuerpo Colegiado toque resolver sobre la procedencia o no de la medida  suspensional de la ejecución del acto reclamado. 

No es obstáculo para arribar a la conclusión anterior, que la Legislación Laboral encomiende la ejecución del laudo al Presidente del Tribunal Obrero, toda vez que si para la tramitación de la demanda de garantías por lo que hace a su recepción y remisión al Tribunal Colegiado de Circuito, no hay razón jurídica para no ocuparse de la tramitación de la suspensión, pues en el caso de que únicamente se señalara como autoridad responsable al cuerpo colegiado y, se demandara la suspensión de la resolución definitiva dictada por éste, de todas maneras habría de tramitarse y sustanciarse la medida suspensional y, de concederse en los términos previstos por el artículo 174, de la Ley de Amparo, igual surtiría efectos,  aun  cuando  no  se  señalara  como  autoridad responsable al presidente de dicho Tribunal.

PROPOSICION:

Se  adicione  del  artículo  107,  fracciones  X  y XI, Constitucional, para que de manera concreta y específica  regule la suspensión del acto reclamado tratándose de laudos o resoluciones que pongan fin al juicio dictado por los Tribunales del Trabajo.

Que sea el cuerpo colegiado del trabajo, el que se encargue del trámite de la suspensión. (Jesús Rodolfo Sandoval Pinzón, Tomo I, páginas 437 a 440)

 Propongo la derogación del artículo 174, toda vez que, en la práctica, se llegan a causar verdaderos daños al patrón al tener que pagar éste hasta 6 meses de salario del trabajador supuestamente para garantizar su subsistencia mientras dura la tramitación del juicio de garantías, muy a pesar de que se le haya concedido el amparo en su momento, de tal suerte que en muchos casos (principalmente cuando no se demostró la inexistencia del vínculo laboral) no es posible recuperar la suma pagada. Además, es muy frecuente que al momento de promoverse el amparo (quizás un año o más después de iniciado el conflicto), el trabajador ya se encuentra trabajando para otro patrón o está realizando alguna actividad que le permite percibir un ingreso, desvirtuándose por completo la finalidad del precepto legal en comento, es decir, garantizar la subsistencia del trabajador durante el tiempo que dure la tramitación del juicio de garantías. (Martín González Gamboa, Tomo II, página 1251)

Que la figura jurídica de la subsistencia del trabajador se respete, ya que el trabajador por ser la parte económicamente débil en un conflicto laboral, es quien debe de soportar todo un proceso legal a fin de recibir justicia, por lo que se debe obligar a las empresas demandadas exhiban inmediatamente la cantidad correspondiente respecto a la subsistencia del trabajador mientras dure el juicio de garantías. (Héctor Manuel Medrano Hurtado, Tomo III, página 1800)

COMENTARIO: Con el propósito de establecer con exactitud las bases sobre las cuales debe proveerse a la suspensión, es necesario concretar, que la suspensión concedida en el supuesto de que exista riesgo de subsistencia del tercero perjudicado, surtirá efectos siempre y cuando el quejoso exhiba en forma conjunta y simultánea, tanto la garantía por insubsistencia, como la caución que corresponda por el importe de los posibles daños y perjuicios que llegaran a ocasionarse, en el evento de no obtener sentencia favorable.

De no ser así, se continuará haciendo uso indiscriminado de esta figura procesal sin que cumpla formalmente su cometido, pues en la práctica, es evidente que en muy pocas ocasiones se garantiza la subsistencia del obrero, pues el procedimiento para ejecutar este concepto, tarda mas tiempo que el que se necesita para resolver el fondo del amparo. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, página 2053)

ARTÍCULO 174. Tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales del trabajo, la suspensión se concederá en los casos en que, a juicio del presidente del tribunal respectivo, no se ponga a la parte que obtuvo, si es la obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

La suspensión surtirá efectos si se otorga garantía en los mismos términos del artículo anterior, a menos que se constituya contragarantía por el tercero perjudicado. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2251)

Sin embargo ha sido constante la experiencia durante el ejercicio y conocimiento de esta área que nos permite apreciar, que aplicar en forma fría y genérica dispositivos de la ley de amparo sin considerar los principios que vienen a dar vida a la Ley Federal del Trabajo, al grado de encontrar lagunas que no contemplan conceptos claros y aplicables a la materia que nos ocupa, tal es el caso que en tratándose de la suspensión el único caso concreto contenido en el artículo 174 de la Ley de amparo es omiso, en contemplar un procedimiento para determinar su secuencia procesal y consecuentemente la procedencia o improcedencia, respectiva la practica reiterada empuja a las Juntas a una practica, que en forma aislada se ha apoyado en las facultades de las mismas en resolver de plano y sin sujetarse a regla especifica, se pudiera entender ventajosa dicha situación sin embargo no se debe perder de vista la trascendencia económica de dichos actos que bien pueden ocasionar la desaparición de un centro de trabajo, o bien la falta de una consideración real y existente de los trabajadores, a la necesidad de asegurar su subsistencia, que quedan a la decisión no muy clara en algunos casos dada la libertad que aunque se aplique a libre albedrío de un Presidente de Junta, en su decisión y oportunidad acorde a las necesidades tanto  obrera como patronal. Y de que conforme a la Ley de Amparo se permite aplicar analógicamente dispositivos, de la misma ley o del Código Federal de procedimientos civiles que a fin de cuenta vienen a constituir capítulos que de ninguna forma se ajustan a los principios laborales, máxime que incluso si bien es cierto, en cosa tan mínima como es el termino para dar cumplimiento a la interlocutoria de suspensión correspondiente se aplica un término de 5 días por analogía conforme al artículo 139 de la Ley de amparo que trata del amparo indirecto. (José Luis Villa Terrazas, Tomo V, páginas 302 y 303)
Artículo 175. Cuando la ejecución o la inejecución del acto reclamado pueda ocasionar perjuicios al interés general, la suspensión se concederá o negará atendiendo a no causar esos perjuicios.

PROPUESTAS

Con objeto de establecer la base en la cual radica esta reforma, es menester, ubicar a la ciencia procesal dentro del Juicio de Amparo.

Es óbice, que la naturaleza de las áreas que abarcan el extenso campo del derecho, son distintas entre sí, por lo que hace al marco conceptual, desarrollo y aplicabilidad del mismo al caso en concreto. Pero desde la perspectiva de la presente, el objetivo es suponer la igualdad de dicho derecho en la ciencia procesal, al regir en éste, los principios del proceso, los cuales son aplicables a cualquier juicio de que se trate.

Es pues, entendida la justificación de lo importante que resulta para este trabajo la ciencia procesal, en especial dentro del proceso constitucional, al que intentamos exprimir para saciar la inquietud de sed de ver consolidado nuestro sistema de Derecho Procesal Constitucional.

El mecanismo procesal exige en si mismo un procedimiento preliminar, encontrándose éste último ligado al proceso, por lo que una, no puede subsistir sin la otra, siendo el primero la fase accesoria del segundo.

Dentro del proceso, encontramos que existen actuaciones preparatorias, que poseen naturaleza preliminar dentro de un proceso ulterior.

Estas actuaciones preparatorias son constituidas por aquellas medidas cautelares y medios preventivos.

Con relación a las diferentes ramas del derecho, por citar algunos, por lo que hace a las medidas cautelares, encontramos el Derecho Penal : la prisión preventiva; en el Derecho Administrativo : el embargo precautorio; en el Derecho Civil y Mercantil : el embargo; en el Derecho Constitucional : la suspensión del acto reclamado, etc.. Por otra parte, por lo que hace al medio preventivo, encontraremos las conciliaciones, efectuadas por entidades públicas como lo son la Junta de Conciliación y Arbitraje, la Procuraduría Federal del Consumidor, etc.

Así pues, haremos referencia aquellas cuestiones que son planteadas dentro del proceso, denominadas “cuestiones de fondo”.

Este tipo de cuestiones, en general se contienen dentro del proceso principal. Esta parte del proceso, será revisora de lo que en lo accesorio del proceso se dictó; pero además, es la parte más importante que determinara la situación jurídica en que se colocarán las partes de la relación procesal.

El procedimiento de amparo, como bien lo afirma el ilustre Fix Zamudio, tiene una triple formación, ya que es un procedimiento de cognición por poseer una clasificación, llámese directo o uni - instancial, e indirecto o bi - instancial; como procedimiento cautelar, ya que prevé el incidente de suspensión y por ultimo, un procedimiento de ejecución, ya que abarca el incidente de inejecución de sentencia y queja por exceso o deficiencia de ejecución.

Si bien es cierto, lo ideal sería que el proceso fuera instantáneo, por lo que las medidas cautelares intentan evitar los peligros inherentes a la imperfección del proceso jurisdiccional, procurando garantizar ya desde el momento de la presentación de la demanda, e incluso en ocasiones con anterioridad a esta, la efectividad futura del derecho, afirmado en la demanda.

Las medidas cautelares constituyen en este sentido, el producto de la adaptación del derecho sustancial a las necesidades creadas por los defectos del proceso, representando un remedio previsto por el derecho sustancial para evitar el peligro resultante de la necesidad de que preceda la declaración a la ejecución.

Las medidas cautelares evitan los peligros inherentes a la imperfección del proceso jurisdiccional, como hemos dicho, procurando garantizar la efectividad futura del derecho afirmado en la demanda, lo que es lo mismo “procurando garantizar la conservación de la materia en el Juicio de Amparo”.

Estas consideraciones nos muestran el extraordinario papel que juegan las medidas cautelares en la consumación del derecho, dado que su característica accesoria tiene importancia esencial al originar nuevas situaciones jurídicas. 

Dada la carencia de marco jurídico y conceptual alguno, partiremos de aquellas características que permiten calificar como medida cautelar a una figura procesal determinada.

Encontramos dentro de las características de ésta, la instrumentalidad, la temporalidad y la homogeneidad con las medidas ejecutivas.

La instrumentalidad de las medidas cautelares consiste en su relación de dependencia o subordinación respecto de la resolución definitiva sobre el fondo. Podemos agregar, que las medidas cautelares carecen, en efecto, de valor en sí mismas, ya que este valor lo tienen solo en relación a la cuestión principal, la cual se discute en el proceso, así, si la medida cautelar se encuentra encaminada a otra principal, las resoluciones de esta le afectan plenamente.

La temporalidad abarca la instrumentalidad, ya que esta posee sustancia propia para ser estudiada con independencia. La medida cautelar, que produce sus efectos en el momento que es concedida, tiene una duración temporal supeditada a la duración del proceso principal. Esta medida no esta sujeta a condición resolutoria ejecutoriada, ya que esta se extinguiría, se conceda o niegue la principal.

Por otra parte, en relación a la homogeneidad con las medidas ejecutivas, esta permitirá diferenciar realmente a las medidas cautelares de todas las restantes medidas instrumentales existentes en el proceso.

En efecto, la actuación del derecho constituiría la medida cautelar por excelencia, pero al encontrarse el derecho en un periodo de incertidumbre, el juez no puede sustanciarlo sin el conocimiento que arroja el procedimiento judicial. Por tanto no pueden coincidir la medida cautelar con la medida ejecutiva. Pero el juez, si puede adelantar los efectos de la medida ejecutiva.

Lo anterior, toda vez que a la presentación de la demanda, el derecho del demandante es incierto, pero también lo es el del demandado. Por lo que no podría ejecutarse uno sin perjudicar al otro.

Ahora, lo mas importante de esto, son los presupuestos en que radican las medidas cautelares. Como hemos podido observar, resulta difícil generar una Teoría General de las Medidas cautelares, habida cuenta de su necesaria inserción en el campo de nuestro derecho cuya efectividad se pretende cautelar.

Por su parte los presupuestos típicos de las medidas cautelares, que afectan directamente a la situación precisa de la cautela : El Fumus boni iuris y el Periculum in mora, además de la fianza y la pendencia del proceso principal, quienes dan pauta para la conservación de la materia en el Juicio de Amparo.

En efecto, el Fumus Boni Iuris que consiste en que el derecho que se pretenda cautelar aparezca como probable, no existiendo ninguna dificultad en que el Juicio sobre la medida cautelar, proporcione al juez mayor certeza, que el juicio sobre el fondo del asunto. 

Al respecto, Calamandrei, comenta “La circunstancia de que el presupuesto de la medida cautelar sea simplemente una apariencia del derecho, no implica que este juicio tenga cualitativamente diversidad alguna respecto del juicio definitivo o de fondo”.

Por otra parte, al encontramos ante la imposibilidad de establecer una previa etapa contradictoria sobre la existencia del derecho, podemos justificar su mera apariencia para que esta sirva como fundamento para la concesión de la medida cautelar. En este sentido basta que con la demanda y documentos a ella acompañados, el juez estime algunos de ellos, y al no existir hechos que la desvirtúen, haga la declaración de existencia del buen derecho.

Ahora, cabe señalar que para que este presupuesto sea procedente, se compruebe la existencia de la prueba documental para la concesión de la medida cautelar.

Este presupuesto, resulta necesario ya que a través de él se conservará viva la materia del fondo del asunto. Evitando que sea estéril la instancia intentada por haberse consumado el acto reclamado.

Por otra parte, el Periculum In Mora, que es el daño material, que pudiera derivarse del retraso inevitable de la lentitud del proceso hasta el momento de la resolución definitiva. 

En este sentido, estimamos que el peligro en la demora, afecta a la efectividad del derecho en proceso, dado que a través de este se podrá conservar la materia del proceso, evitando que este resulte inútil por falta de contenido la instancia constitucional, superando así el peligro en el retardo.

Sería a todas luces ilusoria la eficacia protectora del amparo, de no existir una medida cautelar o precautoria que permitiera la conservación de la materia de la controversia hasta la conclusión del juicio.

Es óbice, que en nuestro sistema jurídico, no manejamos con fluidez las providencias cautelares, o alguna otra figura jurídica similar, como las medidas cautelares, los procesos precautorios, asegurativos, etc.

Por su parte Chiovenda, sostiene “que estas medidas provisionales de cautela se distinguen por la naturaleza y las condiciones de aquellas otras también provisionales -, que les son permitidas dictar al juez, vista la especial certidumbre del derecho en que no interviene el juez con una resolución, que consisten en acuerdos de los particulares, como lo son las hipotecas, las prendas, y además todos aquellos procedimientos en que si interviene el juez, pero que estando concedidas únicamente en el supuesto de la efectividad del derecho, son en realidad accesorios del derecho mismo como podrán ser las obligaciones de prestar fianza, o el embargo de muebles de un arrendatario”.

En este entendido, resulta claro que la providencia cautelar, no es una determinación inserta en el proceso, la cual se pudiera oponer a la providencia principal.

Al ejercitar la acción jurisdiccional, enfrentaremos necesariamente la prolongación del proceso, el cual, en muchas ocasiones resulta complicado y perjuicioso para la parte a quien le asista el derecho. Ahora, en la duración del proceso, pueden surgir muchas situaciones de hecho o de derecho, que den lugar a la inestabilidad jurídica de las partes dentro del mismo o incluso fuera de él; siendo necesaria la accesoriedad de las medidas cautelares, dentro de éste, quienes asistirán a las partes, otorgando un estado de seguridad jurídica, y prontitud para salvaguardar ese derecho que se dice violado, convirtiéndose lo anterior en una necesidad, si se quiere conservar la viva la materia del asunto.

Así pues, la Fama del Buen Derecho, el Peligro en la Demora, La fianza, etc., así como todas aquellas características y presupuestos del proceso, los encontramos insertos en el “juicio” de amparo, a quien nos referimos de esa manera, por así denominarlo nuestro sistema de derecho positivo mexicano, pero excluyendo el mismo por el de proceso constitucional.

Si esto fuera tomado en cuenta por nuestros reformistas y legisladores, sería evidente el avance reformista de un nuevo Poder Judicial Federal, al encontrarnos que con apoyo a una Teoría General del Proceso, los asuntos se sustancien sin complicaciones doctrinales y criterios oponibles con el caso en concreto, todos aquellos procesos de amparo.

En relación a lo anterior, encontraríamos una mejor seguridad jurídica al asistir al proceso constitucional, encontrándonos seguros de que no se consumará el acto reclamado, dejándonos en verdadero estado de indefensión por lo anterior, trayendo como consecuencia que esta instancia resulte peligrosa para el agraviado, al no salvaguardar su derecho a tiempo y sin una sentencia que carezca de todo razonamiento de fondo por no tener el juzgador conocimiento o preceptos en donde pueda fundar su criterio, trayendo como consecuencia la ineficacia e inoperancia del amparo. 

Como se podrá observar, la necesidad de conservar la materia en el Juicio de Amparo, es indispensable para la operancia y eficacia del mismo en nuestro sistema de derecho.

Garantizar la conservación de la materia del derecho pretendido, es el objeto y razón de ser de la institución de la suspensión del acto reclamado.

Como ya ha quedado señalado, para lograr el más alto fin de nuestro amparo, es necesario garantizar, que a través de la suspensión se logre la conservación de la materia del mismo, sin que por la negativa de este u omisión de la violación alegada, resulte el sobreseimiento por no existir materia sobre que pronunciarse.

Es menester pues, fomentar la cultura jurídica de nuestros órganos judiciales, para lograr la verdadera seguridad jurídica del gobernado frente a las autoridades que vulneren sus garantías.

Son pues, dos presupuestos típicos de las medidas cautelares, los cuales afectan directamente a la situación precisa de la cautela : El Fumus boni iuris y el Periculum in mora, quienes en ayuda para nuestros juzgadores surgen como tales, para lograr garantizar la conservación de la materia del proceso de amparo.

Garantizar la conservación de la materia del derecho pretendido, es el objeto y razón de ser de la institución de la suspensión del acto reclamado.

Son pues, dos presupuestos típicos de las medidas cauteláres, los cuales afectan directamente a la situación precisa de la cautela : El Fumus boni iuris y el Periculum in mora, quienes en ayuda para nuestros juzgadores surgen como tales, para lograr garantizar la conservación de la materia del proceso de amparo.

Si bien es cierto, considerando que al aplicar la teoría de la apariencia del buen derecho, no se pudiera comprobar la verosimilitud del derecho pretendido por falta de pruebas fehacientes, que nos lleven a conceder la medida suspensional, y para el efecto de garantizar los daños y perjuicios que se le pudieran ocasionar al quejoso, con la negativa de la medida suspensional, de difícil o imposible reparación, entonces se deberá atender al peligro en la demora, quien ayudará a la decisión que se tome, evitando la omisión de la naturaleza de la violación alegada por el quejoso.

Finalmente, si esta decisión fuera tomada y practicada por juzgadores negligentes e incluso mal intencionados, se atendería a la mutabilidad de la resolución interlocutoria, la cual se daría por hecho superveniente.

Por otra parte, si consideramos que la resolución que se dicta en el incidente de suspensión nunca causa estado, así como que la vida de esta resolución termina hasta en tanto se resuelve el fondo del asunto, causando ejecutoria, es menester que este presupuesto nos sirva como supletorio de la apariencia del buen derecho para conceder la suspensión del acto reclamado.

Así entonces, la imperiosa labor que día con día vienen desempeñando los órganos jurisdiccionales, como el exceso de trabajo que en los mismos existe, llega a impedir la rápida efectividad del derecho, contribuyendo a retrasarlo y hacerlo ilusorio, no sin antes resolver sobre la suspensión, la cual en la mayor parte de las ocasiones conlleva a destruir la materia del amparo.

Es pues, que la problemática que intentamos hacer valer, en este punto, es trascendental para la conservación de la materia del asunto, ya que la institución de la suspensión es quien garantiza la efectividad del derecho pretendido.

Por ello, la accesoriedad de la providencia cautelar, llamada “suspensión”, en relación del asunto principal, como bien lo decía Ricardo Couto al definir esta: “tiene efectos de amparo provisional”.

Podemos agregar, que para la concesión de la suspensión del acto reclamado, es necesario entrar al fondo del asunto de manera forzosa, pues no se podrá conceder la misma sin antes observar los conceptos de violación planteados en la demanda.

De todo lo anteriormente expuesto es menester dar lugar a la reforma de los artículos 124 último párrafo y 175 de la Ley de Amparo, pues la institución de la suspensión, es la plataforma de la consolidación de nuestro proceso de amparo.

 Es menester mencionar, que esta propuesta de reforma, se extiende exclusivamente al contenido de ambos artículos, toda vez que consideramos que en el contenido de ellos, es donde prevalece la garantía de la conservación de la materia del amparo.

Apreciamos que no existe necesidad de reformar el artículo 123 de la Ley de Amparo, ya que ésta, al ser decretada de oficio, lleva consigo, el peligro en la demora, que significa la urgencia en el retraso de la concesión de la suspensión, que pudiera ocasionar daños y perjuicios al agraviado, de difícil e imposible reparación.

Por su parte, el contenido del artículo 124 de la ley reglamentaria, regula la concesión de la suspensión a instancia de parte agraviada, así como ciertos requisitos de procedencia de la misma, sin prever para ello la apariencia del buen derecho que le asista al agraviado y en su caso el peligro en la demora que se le pudiera ocasionar al quejoso, de difícil o imposible reparación.

En este sentido, este precepto regula la suspensión, en relación al amparo indirecto.

Finalmente, podemos concluir con la ilustre frase, que Chiovenda diera, misma que resume nuestro cometido: “El tiempo necesario para obtener la razón no debe causar daño a quien tiene la razón”. (Alberto Rosales Méndez, Tomo III, páginas 1777 a 1790)

En estos casos la suspensión surtirá sus efectos sin necesidad de que se otorgue fianza. 

PROPUESTAS

En estos casos la suspensión surtirá sus efectos sin necesidad 83.- El artículo 174 deberá eliminarse por demagógico y populista.  De acuerdo con este precepto la suspensión en el juicio de amparo cuando lo promueve el patrón, sólo se concederá si no se pone en peligro a la parte obrera de no poder subsistir y sólo se concede en cuanto exceda de lo necesario para asegurar esa subsistencia.  Y los reparos que se puedan oponer a este artículo son los siguientes: 

* Antes de la promoción del juicio de amparo ¿no sobrevivía el trabajador? Háyase tardado el tiempo que se quiera el juicio ante la Junta de Conciliación, lo cierto es que el trabajador durante todo ese tiempo subsistió.  Que no se diga hoy, que por la promoción del amparo no puede substituir el trabajador, y sólo se conceda la suspensión en aquello en que exceda de lo que se requiere para substituir.

* Cabe preguntar ¿todos los patrones son grandes empresas? y la respuesta debe ser negativa.  Y tampoco son medianas.  La mayoría de los patrones son dueños de talleres, de pequeñas fabricas; son trabajadores que contratan a uno o a dos más, para que los auxilien.  Y si así son las cosas, el precepto no tiene razón de ser. 

* Por otra parte, si al quejoso o patrón se le otorga el amparo y, por tanto la absolución en el juicio laboral, ¿cómo puede recuperar aquello que se entrego al trabajador “para que pudiera substituir?.

Por todos estos motivos el artículo es demagógico y por tanto debe ser eliminado. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1093 y 1094)

“Art. 175. Para los casos anteriores, al concederse la suspensión se deberá de tomar en cuenta la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, con el objeto de conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.

Cuando la ejecución o la inejecución del acto reclamado pueda ocasionar perjuicio al interés general.

En estos casos la suspensión surtirá sus efectos sin necesidad de que se otorgue fianza”. (Alberto Rosales Méndez, Tomo III, página 1791)
ARTÍCULO 175. Cuando la ejecución o la inejecución del acto reclamado pueda ocasionar perjuicios al interés general, la suspensión se concederá o negará atendiendo a no causar esos perjuicios.

En estos casos la suspensión surtirá sus efectos sin necesidad de que se otorgue garantía. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2251)
Artículo 176.  Las cauciones a que se refieren los artículos 173 y 174 de esta ley se harán efectivas ante la misma autoridad responsable, tramitándose el incidente de liquidación en los términos establecidos por el artículo 129.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 176. Las cauciones a que se refieren los artículos 173 y 174 de esta ley se harán efectivas ante la misma autoridad responsable, tramitándose el incidente de liquidación en los términos establecidos por el artículo 129.

Los autos sobre suspensión y sobre admisión de garantías y contragarantías se dictarán de plano dentro del término de veinticuatro horas. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2251)
Capítulo IV

De la substanciación del juicio

Artículo 177.  El Tribunal Colegiado de Circuito examinará, ante todo, la demanda de amparo; y si encuentra motivos manifiestos de improcedencia, la desechará de plano y comunicará su resolución a la autoridad responsable.

PROPUESTAS

ADICIONAR UN SEGUNDO Y TERCER PARRAFOS AL ARTICULO 177 DE LA LEY DE AMPARO, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

“ARTICULO 177……………………………………………..

Asimismo, se desechará de plano la demanda, cuando un Tribunal Colegiado ante quien se haya promovido un juicio de amparo directo, tenga conocimiento fehacientemente por cualquier medio, de que otro u otros han conocido de juicios promovidos por el mismo quejoso o por otra persona en su nombre y representación, en contra de los mismo actos reclamados, respecto de los cuales existan sentencias ejecutoriadas.

Para este efecto, se darán a conocer al quejoso los datos relativos, apercibiéndolo en los términos del Artículo 178 y si no hiciere las aclaraciones conducentes, se procederá al desechamiento, imponiéndose al propio quejoso la sanción que señala el Artículo 211, Fracción I.”

MOTIVO

La propuesta tiende a hacer congruente la substanciación del juicio de amparo directo con las adiciones a los Artículos 17 y 145 de la Ley.(Armando Díaz Olivares, Tomo I, páginas 95 y 96)

Adicionar un párrafo al artículo 177, en los siguientes términos.

Artículo 177. El Tribunal Colegiado de Circuito examinará, ante t()do, la demanda de amparo; y si encuentra motivo¿. manifiestos de improcedencia, la desechará de plano y comunicará su resolución a la autoridad responsable.

No obstante lo anterior el tribunal, de oficio, deberá regularizar el trámite cuando advierta que en lugar de  un nuevo juicio 4~e amparo procede un recurso,  y adoptará las medidas pertinentes para tramitar el medio de impugnación que sea procedente. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 496 y 497)

ARTÍCULO 177. El magistrado presidente del Tribunal Colegiado de Circuito examinará, ante todo, la demanda de amparo; y si encontrare motivos manifiestos de improcedencia, la desechará de plano y comunicará su resolución a la autoridad responsable. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2252)

ARTÍCULO 177 .-  El Tribunal Colegiado de Circuito examinará, ante todo, la demanda de amparo; y si encuentra motivos manifiestos de improcedencia, la desechará de plano y comunicará su resolución a la autoridad responsable.

Igualmente analizará las documentales existentes y de advertirse en su examen, en relación con el acto reclamado y los conceptos de violación aducidos, podrá desecharla en caso de que no sea evidente la inconstitucionalidad atribuida. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 35)
ARTICULO 177. El Magistrado Instructor examinará, ante todo, la demanda de amparo; y si encuentra motivos manifiestos de improcedencia, la desechará  de plano y comunicará su resolución a la autoridad responsable. (Gloria Tello Cuevas, Tomo V, página 295)
Artículo 178.  Si hubiere irregularidad en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los requisitos que establece el artículo 166, el Tribunal Colegiado de Circuito señalará al promovente un término que no excederá de cinco días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos en que hubiere incurrido, los que se precisarán en la providencia relativa.

Si el quejoso no diere cumplimiento a lo dispuesto, se tendrá por no interpuesta la demanda y se comunicará la resolución a la autoridad responsable.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 178. Si hubiere irregularidad en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los requisitos que establece el artículo 166, el magistrado presidente del Tribunal Colegiado de Circuito señalará al promovente un término * ( se suprime) de tres días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos en que hubiere incurrido, los que se precisarán en la providencia relativa.

Si el quejoso no diere cumplimiento a lo dispuesto, se tendrá por no interpuesta la demanda y se comunicará la resolución a la autoridad responsable, para que esta  a su vez notifique a las demás partes. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2252)

ARTICULO 178. Sí  hubiere irregularidad en el escrito de demanda, por no haber, satisfecho los requisitos que establece el artículo 166, el Magistrado Instructor del Tribunal Colegiado de Circuito señalará al promovente un término que no excederá de cinco días, para que subsane las omisiones o corrija  los defectos en que hubiere incurrido, los que se precisarán en la providencia relativa.

Si el quejoso no diere cumplimiento a lo dispuesto, se tendrá por no interpuesta la demanda y se comunicará la resolución a la autoridad responsable. (Gloria Tello Cuevas, Tomo V, páginas 295 y 296)
Artículo 179.  Si el Tribunal Colegiado de Circuito no encuentra motivo alguno de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si fueron subsanadas las deficiencias a que se refiere el artículo anterior, admitirá aquélla y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo.

PROPUESTAS

Sabemos que para poder vivir en sociedad, el ser humano necesita ajustar sus actos a normas de conducta que le permitan el respeto a sus derechos, así como al de los demás con quienes convive que garanticen seguridad en el cumplimiento de sus obligaciones bajo un clima de libertad, independencia y seguridad.

Es así que el Estado, a través de la función primordial que tiene y que consiste en reglamentar esa convivencia social, emite, a través del órgano legislativo, las normas de orden jurídico que tienden a preservar esas libertades y que están encaminadas a la observancia estricta de lo que al grupo social conviene, es decir a mirar siempre por el bien común.

Son éstos los fines propios del derecho, es decir el bien común, la justicia y la seguridad que debe imperar en todo grupo social.

Es evidente, que a medida de que la población  aumenta, las relaciones interpersonales se acrecientan y con ello, la aplicación de las normas jurídicas que tienden a reglamentar o regular un sin número de conductas tanto de orden social, como político, económico y religioso crecen en mayor proporción. Consecuentemente, este aumento poblacional incrementa la resolución o solución de los conflictos de intereses que se dan por este tipo de relaciones y que requieren forzosamente la intervención del Estado, a través de los órganos jurisdiccionales para poder solucionarlos.

En otro aspecto debe mencionarse que causa también el incremento de conflictos de intereses la resistencia que el ser humano tiene a cumplir con sus obligaciones, a respetar la ley, y sobre todo al reconocimiento que debe hacer cuando su conducta por él desplegada atenta contra las normas previamente establecidas.

Esta resistencia a cumplir con las disposiciones señaladas por la ley, que si bien es propia de la naturaleza del ser humano, ya que no fácilmente se acepta que la conducta desplegada esté en contra de disposiciones de orden legal establecidas por el Estado, es el otro factor que repercute en el aumento de los conflictos de intereses que cotidianamente se presentan ante las autoridades jurisdiccionales.

Son, en mi concepto, los dos puntos esenciales o factores determinantes que han hecho que los órganos del Estado encargados de administrar e impartir justicia, se vean totalmente saturados de asuntos y que resulte materialmente imposible el que los resuelvan dentro de los términos que la propia ley impone a dichos órganos jurisdiccionales, lo cual implica el retardo en la solución de los mismos con la consiguiente inseguridad del gobernado que ve que su pretensión no puede ser acogida en forma inmediata y estima, que ello constituye una denegación de justicia y sobre todo fomentar un clima de inseguridad que no permite la tranquilidad en el desenvolvimiento de la vida cotidiana.

¿Cómo solucionar estos problemas?. Es la interrogante que a diario nos planteamos, quienes tenemos la difícil misión de resolver los  conflictos de intereses y preservar a través de nuestras resoluciones la paz  social, la seguridad jurídica y el bien común.

Ante lo primero, es decir el crecimiento poblacional y por ende el de incremento en los conflictos de intereses, nada se puede hacer.

En cuanto a lo segundo, la solución se encuentra en nuestras manos y primordialmente debemos señalar que como órganos jurisdiccionales nos encontramos debidamente comprometidos con la propia sociedad a la  que pertenecemos a dar seguridad jurídica a gobernado, pero también otorgar ésta en término breve para que no se rompa el estado de derecho y  se llegue a crear impunidad puesto que, quien está consciente de que ha infringido la ley, también lo está de que en la medida de que agote sistemáticamente todos los medios de defensa que tenga a su alcance, hará que la justicia no llegue en la forma que debiera ser, permitiéndole retardar el cumplimiento de su obligación y trayendo como consecuencia la poca eficacia de las disposiciones que regulan la convivencia social.

En nuestro sistema jurídico y a través del contacto cotidiano con los asuntos de los que tenemos conocimiento, fácilmente podemos advertir que el gobernado emplea todas las argucias necesarias para alargar los procedimientos, para hacerlos tortuosos y en una palabra para evadir al máximo el cumplimiento de sus obligaciones, y que, a sabiendas de que ha incurrido en una violación a esas normas de conducta, evita a toda costa su cumplimiento así, que la ley no desempeña la función propia para la que fue creada sino que, se sirve de ella en lugar de acatarse y cumplirla debidamente.

Así tenemos que el juicio constitucional, ha perdido hoy en día su esencia, ya no se da para proteger al gobernado de las violaciones a las garantías individuales por parte de las autoridades, sino que se  ha convertido, en especial en la materia civil, en una tercera instancia en la cual sólo se pretende eludir o retardar el cumplimiento de las obligaciones y no se conforma el gobernado con ello, sino que pretende a través de impedimentos o bien de quejas administrativas que se analice una cuestión ya debatida y decidida en primera, segunda instancia y en la vía de amparo, todo lo cual no sólo entorpece el cumplimiento estricto de la ley sino que dilata el procedimiento y crea un desmedido aumento en los asuntos que los Tribunales Federales deben de resolver.

El Poder Judicial de la Federación, atendiendo el reclamo de la población de que justicia que no es pronta,  no es justicia, se ha dado a la tarea de aumentar constantemente y en forma significativa sobre todo a partir del año 1985, los órganos jurisdiccionales que deben atender los conflictos de orden social.

Sin embargo, ésto ha producido un efecto contraproducente porque quien está acostumbrado a evadir su responsabilidad y a servirse de la ley, ve propicio su anhelo evasor, ya que tiene el alcance y con mayor  facilidad, órganos a través de los cuales no busca la tutela de garantías individuales, ni tampoco el establecimiento del estado de derecho, sino únicamente retardar la aplicación de la ley y pretender evadir, al máximo sus obligaciones. En este punto conviene señalar, que no sólo es el gobernado quien a toda costa no acepta su responsabilidad, sino también el profesional en derecho que lo asesora y que como perito en la materia, a sabiendas de que es irremediable que su cliente cumpla con la ley, hace uso de todos las argucias que la propia legislación señala para lograr al máximo el retardo de la justicia.

¿Qué hacer ante esta situación si se ha visto y probado, que no es con mayores órganos jurisdiccionales que habrá de solucionarse el problema?

Se considera que la solución es revisar a fondo el juicio constitucional, para regresar a la esencia misma de su creación, es decir la  tutela de la justicia federal a la violación de las garantías individuales.

Conforme a lo anterior, debe convenirse que probablemente sea éste uno de los motivos que inspiraron al Máximo Tribunal Constitucional, a insistir en las reformas que quedaron plasmadas en el Diario Oficial de la Federación, publicadas el día once de junio del año en curso y que en lo esencial determina en lo sucesivo  la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrá dejar de conocer todos aquellos asuntos que no revistan interés o trascendencia o que, en lo general la propia Suprema Corte estime innecesaria su intervención.

El principio anterior encuentra su antecedente en el writ of certiorari establecido en el Derecho Norteamericano.

Conforme a éste, la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos de Norteamérica, determina si accede o no a revisar un caso, es  decir se otorga la facultad discrecional al máximo órgano colegiado para definir que casos desea analizar y resolver, y así, las partes que así lo soliciten, pedirán que éste emita un auto en que así lo decida.

La naturaleza de este derecho, se otorgó a la Suprema Corte por el Congreso Norteamericano y podemos señalar que es procedente  en la mayoría de los casos.

Ahora bien, este principio que en la actualidad sólo corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe incluirse como facultad a los órganos colegiados en materia de amparo; para ello resulta necesaria la adición o reforma a los preceptos de la Ley de Amparo y específicamente a los artículos que están comprendidos en el Capítulo Tercero del Título Tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, secciones primera, segunda y tercera, es decir el Presidente del Tribunal Colegiado a quien se le remite el juicio de garantías, deberá realizar un análisis minucioso en forma preliminar de la demanda de garantías y si advierte que el juicio constitucional ha sido interpuesto con el único fin de retardar el procedimiento y de hacer nugatoria la justicia pronta y expedita, ya que de las constancias que conforman los juicios naturales que se anexan al informe justificado, se desprende que está totalmente demostrado el incumplimiento de las obligaciones que se pretenden dilatar; que el juicio se ha seguido con todas las formalidades de la ley y que, se han otorgado las garantías constitucionales a que los artículos 14 y 16 consagran, en favor del gobernado, deberá determinar lo anterior y rechazar la demanda de garantías, ello desde luego con independencia de que pueda suscitarse alguna causa de improcedencia.

Con lo anterior, las atribuciones del Presidente del Tribunal Colegiado correspondiente se extenderán en cuanto a la responsabilidad que le compete y no quedarán limitadas en forma exclusiva a instaurar la tramitación del juicio de garantías sino que, de primera mano  realizará un estudio pormenorizado de la demanda de amparo y si estima que efectivamente pudiera darse el caso de que existan violaciones a las garantías individuales del quejoso, le dará curso, de no ser así, determinará que no existe razón para tramitar el juicio constitucional.

Con esto evidentemente, que las atribuciones de los Presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito no serían tan limitadas a las seis fracciones que establece el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Este principio, también debe de ser recogido en la propia ley en tratándose de la interposición de los Recursos de Revisión.

Podemos pensar, que esta facultad del Presidente del Tribunal Colegiado, es sumamente riesgosa puesto que se deja a su  decisión determinar qué asunto debe o no conocer el órgano colegiado al que pertenece, sin embargo, este pensamiento no puede tener sostén ni  jurídico, ni moral.

En efecto, si partimos de la base que quienes integran los Tribunales Colegiados de Circuito, son funcionarios de reconocida capacidad y honestidad ya que por ello, han alcanzado el cargo que ostentan, es indiscutible que ello garantizaría la decisión que al efecto tomaren amén de que, va su propia responsabilidad de por medio. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, páginas  717 a 724)

Art. 179.- (Párrafo segundo) El Presidente del Tribunal Colegiado, teniendo a la vista las constancias de autos, examinará la demanda y si advierte que ésta se ha formulado con el único fin de retardar la ejecución del acto reclamado ya que, del estudio preliminar constate que se otorgaron las garantías de legalidad y audiencia a la parte promovente y que, no hay motivo para la tramitación de la demanda de garantías, emitirá resolución que, así lo declare y ordenará la devolución de los autos a las autoridades responsables. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, páginas  727 y 728)

Las consideraciones anteriores son, en concepto del suscrito una forma de limitar el juicio constitucional y hacer que éste  realmente recobre la esencia y razón de ser, desde luego que para una efectiva aplicación del juicio de garantías se estima necesario no una reforma a la Ley de Amparo sino una nueva Ley, que permita que el juicio constitucional sea realmente una garantía para el gobernado y no como se ha convertido en la actualidad, lo cual ha demeritado el funcionamiento de los órganos encargados de la administración de justicia, un instrumento que sólo pretende usarse para evadir el cumplimiento de la Ley.

De igual forma se estima necesario también, la elaboración de una nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que contemple y regule específicamente las funciones de los órganos del Poder Judicial de la Federación ya que la que se encuentra en vigor, suprimió ordenamientos que eran necesarios y que sin embargo no se previeron, bien para sustituirlos por otros, bien para considerar situaciones que siguen presentándose y que, por laguna de la ley sólo constituyen un obstáculo más para la administración pronta de la justicia. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 730)

ARTÍCULO 179. Si el magistrado presidente del Tribunal Colegiado de Circuito no encuentra motivo alguno de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si fueron subsanadas las deficiencias a que se refiere el artículo anterior, admitirá aquélla y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2252)

Con relación a lo anterior específicamente señalo el Libro Segundo, del Amparo en Materia Agraria, Título Unico, Capítulo  Unico, artículo 227, el cual establece ‘que deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos en los juicios de amparo en que sean partes los núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios y comuneros’.  Ahora, si bien es cierto que la presente redacción del precepto legal  invocado, tuvo como finalidad el proteger y tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios y comuneros, que por décadas fueron objeto de una grave injusticia social; también lo es que al promulgarse la Ley Agraria en vigor, se creó un marco jurídico que tiende a protegerlos pero con una determinada limitación, consistente ésta en suplir la deficiencia de las partes únicamente en sus planteamientos de derecho, tal como se establece en el artículo 164 de la Ley Agraria.

Derivado de lo anterior, claramente se puede apreciar que entre los dos preceptos legales invocados existe una contradicción que provoca un desequilibrio  procesal, contrariado con ello lo establecido por el artículo 179 de la citada Ley, el cual prevé que no podrá desahogarse procedimiento agrario alguno, si previamente el Tribunal Agrario no constató el equilibrio procesal entre las partes.  Quiere decir lo anterior que la antigua protección del artículo 227 en comento, no se hace necesaria actualmente, a razón de que las partes en cualquier juicio agrario se encuentran asesoradas  por profesionales del derecho quienes se encargan de proteger sus derechos.

Consecuentemente, la sugerencia que se hace a esa Honorable Comisión es para el efecto de que si así lo consideran, se analice comparativamente el texto de las disposiciones contenidas en los preceptos aludidos. (Andrés Islas Soria, Tomo IV, páginas 2701 y 2702).

ARTICULO 179. Si el Magistrado Instructor del Tribunal Colegiado de Circuito no encuentra motivo alguno de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o sí fueron subsanadas las deficiencias a que se refiere el artículo anterior, admitirá aquélla y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo. (Gloria Tello Cuevas, Tomo V, página 296)
Artículo 180.  El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso en asuntos del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de diez días contados desde el día siguiente al del emplazamiento a que se refiere el artículo 167.

PROPUESTAS

Enmienda.

Se adicione con el siguiente párrafo:

EL TÉRMINO PARA ALEGAR, COMENZARÁ A CONTAR A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO QUE DA CURSO A LA DEMANDA.

Motivos.

La práctica demuestra que siendo la autoridad responsable ordenadora la que recibe la demanda de amparo directo, nunca remite el expediente al tribunal colegiado de circuito que corresponda, dentro de los diez días, después del emplazamiento, por lo que, es más equitativo que el término comience a correr a partir de la notificación de la radicación del juicio. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas  1163 y 1164)

ARTÍCULO 180. El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso en asuntos del orden penal, podrán presentar sus alegatos por escrito directamente ante  el Tribunal Colegiado * ( se suprime) que conozca del juicio, dentro de un término de tres días, contados a partir  del día siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión de la demanda por dicho órgano colegiado. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2252)

En otro orden, también en la actual Ley de Amparo, en su Título Tercero, Capítulo II, relativo a la demanda, se encuentra el:

“Artículo 167.- ...” (se transcribe).

Con este numeral se relaciona en el mismo Título, Capítulo IV, relativo a la substanciación del juicio, el diverso:

“Artículo 180.- ...” (se transcribe).

Retomando el orden de la consideración de la propuesta, con respeto a estas disposiciones tenemos también derivado de nuestra experiencia práctica, hemos observado que para el emplazamiento de una demanda de amparo de la contraparte y remisión a la Oficialía de Partes Común de los Tribunales Colegiados del Primer Circuito, el trámite de la autoridad responsable excede de los diez días a que se refieren los artículos citados, en el inter de esta gestión, se desconoce que el tribunal colegiado conocerá y resolverá dicha demanda de amparo, por lo que la comparecencia para alegar en defensa nuestros intereses en calidad de terceros perjudicados, obviamente por causa no imputable no es posible hacerla dentro del término previsto ante el Tribunal de Control Constitucional designado, y al momento de conocerse éste, al estar vencido el término ya no se tomarán en cuenta nuestros argumentos, en su estudio previo para resolución, por lo que en la práctica nos hemos visto obligados a presentarlos ante la responsable dentro del término para que los remita junto con la demanda de amparo desde luego sin señalar tribunal específico de destino, lo que no se ajusta al procedimiento dispuesto por los numerales citados.

En razón de lo anterior y para evitar una desventaja procesal a cualquier parte involucrada en el asunto, se propone que el texto de tales artículos quede como sigue:

Artículo 167.-  Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquellas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, contados a partir de que se admita la demanda de amparo por el Tribunal Colegiado que la reciba, comparezcan ante éste a defender sus derechos.

Artículo 180.- El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de diez días contados a partir de que se admita la demanda de amparo por éste. (F. Javier Zenteno Barrios, Tomo IV, páginas 2706 a 2708).
Se propone adicionar con un párrafo el artículo 80 de la Ley en los siguientes términos: 

“Cuando de actuaciones se advierta una violación grave o sistemática a las Garantías individuales, que este prevista en la legislación penal como delito que pueda perseguirse de oficio, la autoridad del amparo remitirá al Ministerio Público las constancias necesarias, ordenándole el ejercicio de la acción, y la integración de la averiguación correspondiente”. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, página 198)
1 Diccionario Teórico Práctico del Juicio de Amparo. 2ª. Edición 1970. P. 106.
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